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Capítulo 4.

A manera de conclusión.  
A las puertas del postconflicto

Aunque los denominados falsos positivos, tal como lo evidencian 
documentos diplomáticos, militares y de inteligencia desclasi-

ficados y publicados por National Security Archive de Washington 
D.C., tienen raíces en los años ochenta , durante las dos primeras 
décadas del presente siglo el Estado colombiano y la clase dirigen-
te han implementado como estrategia abordar el debate frente a 
los falsos positivos alrededor de la ampliación del fuero militar; el 
incremento de las funciones de la policía judicial para todos los in-
tegrantes de las Fuerzas Armadas; el traslado de la jurisdicción ordi-
naria a la justicia penal militar de las investigaciones de ejecuciones 
extrajudiciales, y viceversa; el desarrollo de discursos para que las 
denuncias de ejecuciones extrajudiciales sean tomadas como falsas 
denuncias; la promoción de proyectos legislativos para limitar el 
juzgamiento de asesinatos de civiles perpetrados por militares; la 
realización de acciones ministeriales y de altos mandos militares, 
tendientes a desacreditar las investigaciones judiciales; la puntua-
lización de casos reconociéndolos simplemente como errores mi-
litares; la exigencia de mayores recursos para el aparato militar y 
policial; la implementación de un sistema de incentivos para que 
los integrantes de las Fuerzas Armadas no transgredan los dere-
chos humanos; la asignación de roles policiales a los militares y de 
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funciones militares a los integrantes del ente policial; la reforma al 
Código Penal Militar; la implementación de un sistema de seguri-
dad ciudadana cada vez más militarista; gritos y llamados de apoyo 
para que la sociedad rodee y acompañe, ciegamente, el actuar de la 
Fuerza Pública; e intentos de reestructuración de las instituciones 
militares en sus organigramas. 

 La estrategia oficial y de colectividades políticas y militares 
frente a los falsos positivos no ha generado cambios en la cultura 
del ente castrense en cuanto se continúan presentando casos de eje-
cuciones extrajudiciales dentro de las Fuerzas Armadas. El asesina-
to de personas, por parte de integrantes activos del sector defensa, 
es acompañado por otras conductas criminales cometidas por sin-
dicados de las ejecuciones extrajudiciales como por algunos de sus 
compañeros. Medidas como la del pago de condenas en instalacio-
nes militares y de policía, además de la creación por Ley del Fondo 
de Defensa Técnica y Especializada de los miembros de la Fuerza 
Pública para la defensa gratuita en procesos disciplinarios y penales 
de militares involucrados en actos criminales, genera en la pobla-
ción pérdida de confianza y credibilidad, tanto del Estado como de 
la institucionalidad. La cuenta especial del Ministerio de Defensa 
Nacional para brindar de seguridad legal a militares involucrados 
en acciones no transparentes, es financiada con los impuestos de 
los colombianos, dejando en desventaja a las víctimas de militares 
o policías quienes, por sus condiciones económicas, tienen que re-
currir a organismos no gubernamentales en busca de asesoría ju-
rídica y de representación ante la justicia nacional e internacional.

Durante el período 2002-2010 el modus operandi de las ejecu-
ciones extrajudiciales, además de tomar una nueva configuración, 
recibe un fuerte aliento, evidenciado por el número de eventos y de 
asesinados. Se deja de ajusticiar en las calles y el monte a opositores 
políticos, defensores de los derechos humanos, sindicalistas, activis-
tas o subversivos, y a través de un engranaje criminal, sistémico y 
generalizado se ilusionaron, desaparecieron y asesinaron a personas 
sin ideologías que lesionaran el régimen y su institucionalidad, pre-
sentándolos ante la opinión pública como delincuentes o integrantes 
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de grupos armados ilegales dados de baja en enfrentamientos milita-
res. Integrantes de la Fuerza Pública olvidaron que el monopolio de 
las armas se lo entregaron los colombianos a las Fuerzas Armadas 
para la defensa de la nación y de los ciudadanos, no para que éstas 
asesinaran a ciudadanos no combatientes presentándolos ante la 
opinión pública como integrantes de grupos terroristas. 

Las Fuerzas Armadas, en su lucha contra la subversión, recurrió 
a todo un conjunto de estrategias no convencionales como señala-
mientos a personas no combatientes, montajes, asesinatos de niños, 
jóvenes y adultos, e infló las bajas causadas al enemigo cuando las 
circunstancias lo ameritaban, reflejando resultados contundentes en 
la lucha contra la insurgencia (Semana, 7 de enero del 2009). De la 
estrategia militar de inflar cifras, body count, en los años ochenta 
y noventa, se pasó a la estrategia de los mal llamados falsos posi-
tivos durante los primeros años del dos mil.1 Aunque la fundación 
FEDES calculaba que en el año 2002 habían unos 32.000 miembros 
armados ilegales en Colombia entre guerrilleros y paramilitares, 
cifra concordante con los datos del sector defensa de la época, el 
gobierno de la política de seguridad democrática presentó al final 
del periodo la cifra de 19.405 combatientes abatidos, 63.747 captu-
rados y 44.954 desmovilizados: 128.106 personas armadas ilegales 
en total (El País, marzo de 2014). 

De los 22 eventos reconocidos por el gobierno de la política de 
seguridad democrática con cerca de 50 asesinatos, la justicia colom-
biana ha determinado que los eventos sobrepasaron los 3.000 y que 
el número de muertos en la modalidad de falsos positivos sobrepa-
san los 5.000 (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, 2015). De acuerdo a datos de organizaciones de 

1	 Con el propósito de reflejar, en algunos casos fortalezas y en otros, debilidades, 
las Fuerzas Armadas recurrieron a la estrategia de acomodar los datos frente 
al número de alzados en armas. En el momento de buscar más recursos para 
la guerra presentaban una guerrilla fortalecida en el número de combatientes 
y en acciones terroristas, al momento de mostrar su efectividad, número de 
bajas y número de capturados, presentaban una guerrilla debilitada en cuan-
to al número de integrantes.
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derechos humanos, el número de homicidios en las ejecuciones ex-
trajudiciales en el periodo 2002–2010 es de 5.700. Sin embargo, pro-
yecciones de expertos y de victimarios hablan de que éstos pueden 
sobrepasar los 10.000. Un buen porcentaje de los desaparecidos en 
el país se encuentran en cementerios, enterrados bajo la modalidad 
de cadáveres en situación de no identificados, en diferentes regiones 
y sus familiares no lograrán justicia ni reparación si los victima-
rios no asumen su responsabilidad y dan a conocer toda la verdad. 

No solamente dos ejes altamente relevantes conllevaron a la im-
plementación de la política de los falsos positivos: el sistema de in-
centivos y recompensas, y la presión por generar resultados (FIDH, 
2012). Se suma a ello el eje de posicionamiento, en el colectivo social, 
de los logros alcanzados por la política de seguridad democrática, 
ejes que, aunque aparentemente son independientes, se encuentran 
articulados entre sí. La presión de comandantes sobre divisiones, 
brigadas y unidades tácticas militares, y la motivación de un plan 
de estímulos por bajas al enemigo impulsadas por el gobierno, con-
dujo al desarrollo de eventos ficticios militares que alimentaban los 
registros con los que el gobierno presentaba su gestión. Mientras 
las Fuerzas Armadas demostraban con cifras durante el período 
2005–2010 que los índices de criminalidad descendían, registrándose 
una reducción considerable de homicidios en el ámbito nacional, la 
realidad refleja que es el período donde se registran los picos más 
altos de ejecuciones extrajudiciales;2 en otras palabras, los más de 
5.700 asesinatos cometidos en los denominados falsos positivos no 
aparecen en las cifras oficiales, circunstancia, entre otras, que con-
tribuye a justificar la disminución de homicidios durante el periodo.

Aunque algunos militares, autores materiales de los falsos po-
sitivos, se han comprometido con la verdad, aceptando cargos y 
declarando los hechos ante la justicia ordinaria; se evidencia que 

2	 Durante el año 2002 se registraron 28.837 homicidios, registrando éstos un 
descenso durante todo el gobierno de la Política de Seguridad Democrática. 
En los años con el pico más alto de ejecuciones extrajudiciales 2006, 2007 
y 2008 los homicidios descendieron a 18.111 en el 2005, 17.479 en el 2006, y 
17.198 en el 2008.
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las ejecuciones extrajudiciales obedecieron a tácticas militares no 
transparentes y que éstas tienen raíces ideológicas. No es gratuito 
que en contravía del perdón que buscan los militares involucrados 
en los falsos positivos, algunos de sus compañeros de armas, sus fa-
milias, familias de integrantes de las Fuerzas Armadas, y militares y 
policías en situación de reserva, además de desconocer los crímenes 
cometidos continúen con una mentalidad guerrerista. Familiares 
de militares involucrados en las ejecuciones de no combatientes, 
sin haber estado en los campos de batalla o participar en los falsos 
positivos, sin portar el uniforme del ejército o ser especialistas en 
el “arte” de la guerra, ni en leyes o jurisprudencia, asumen una de-
fensa acérrima de los sucesos y de quienes han participado en ellos 
como victimarios. 

Los autores materiales de los sucesos no son “ruedas sueltas” 
dentro del engranaje criminal, como lo han evidenciado fallos judi-
ciales, además de informes de organizaciones no gubernamentales 
y estudiosos de la problemática; dado que los militares actuaron 
bajo órdenes de comandantes quienes emitieron, con anterioridad 
a los sucesos, “órdenes de operaciones” y “misiones tácticas” que 
otorgaban legalidad a los combates ficticios. Existen documentos en 
las 41 brigadas del Ejército comprometidas y más de 180 batallones 
y unidades tácticas militares donde el Ejército autorizó los opera-
tivos militares en los cuales se “dieron de baja” a no combatientes, 
presentándolos como subversivos o criminales. Detrás de cada fal-
so positivo existe documentación oficial que autoriza el suceso, la 
orden de mover los soldados para el operativo y la autorización de 
pagos de recompensas, descansos y otros premios. Mover soldados 
para enganchar a los jóvenes que iban a ser asesinados, inclusive 
entre ciudades; trasladar tropas para los enfrentamientos; destinar 
aeronaves y vehículos para el transporte de las víctimas, y asignar 
insumos logísticos para los operativos, entre otros, requería de la 
autorización expresa de los comandantes de brigadas, batallones y  
unidades tácticas, aspectos que evidencian un patrón sistemático  
y generalizado en el actuar criminal.
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Las Fuerzas Armadas de Colombia deben generar acciones rea-
les y concretas para lograr credibilidad y confianza en la población, 
para ello es preciso desarrollar estrategias conducentes a conocer 
toda la verdad alrededor de los falsos positivos. Pedir perdón por 
las ejecuciones extrajudiciales y comprometerse con la no repetición, 
no es reconocer la derrota sino dar el paso para consolidar la demo-
cracia, afianzar la justicia y construir una sociedad en paz. Como 
un acto de honor por parte de las Fuerzas Armadas de Colombia 
todas las condecoraciones otorgadas a los militares, policías y ci-
viles otorgadas por el asesinato de personas en campos de batalla 
ficticios, deberían ser devueltas. 

Como se evidenció en la investigación, los militares no son los 
únicos que se han dejado llevar por la inacción, como tampoco los úni- 
cos que manifestaron cierta complacencia ante las ejecuciones ex-
trajudiciales. Los falsos positivos contaron no solamente con el 
apoyo de unidades operativas, sino también de unidades no com-
batientes como el batallón de ingenieros o grupos de operaciones 
psicológicas, además de áreas administrativas como se evidencia 
en la asesoría brindada por algunos integrantes de la justicia pe-
nal militar quienes asesoraban a los soldados en el lugar de los 
hechos y en sus despachos para eludir la acción de la justicia. La 
ejecución de los falsos positivos contaron, antes, durante y después 
de los eventos, con el apoyo de altos mandos militares además 
de funcionarios civiles al servicio del Estado como magistrados, 
jueces, funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la 
Fiscalía General de la Nación, funcionarios de Medicina Legal, 
ex paramilitares y líderes políticos, entre otros. 

La Corte Suprema de Justicia ha tenido que intervenir frente 
a decisiones de jueces que investigan los falsos positivos, ordenan-
do la captura de fiscales que han favorecido a los victimarios. De 
igual manera, la Corte ha tenido que llamarle la atención a tribu-
nales y jueces, en razón de que éstos han condenado a victimarios 
de los falsos positivos por homicidio simple y no por homicidio 
agravado, olvidando el postulado del Consejo de Estado que esta-
blece que “Las falsas e ilegales acciones ejecutadas por miembros 
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de las fuerzas militares como acción sistemática constituyen actos 
de lesa humanidad que comprometen al Estado y que violan tan-
to el sistema de derechos humanos como el derecho internacional 
humanitario y el orden constitucional interno” (Consejo de Estado, 
Sentencia 17001, 2015). En síntesis, se puede aseverar en torno al 
tema de los falsos positivos que:

•	 Todavía la verdad no ha florecido, desconociéndose en su 
totalidad el número de casos y de víctimas de las ejecucio-
nes extrajudiciales. 

•	 No hay suficientes medidas para proteger a los familiares 
de las víctimas, testigos, fiscales y jueces que investigan los 
hechos. 

•	 Existen despachos judiciales que dejan “dormir” los proce-
sos para que prescriban. 

•	 Hay militares condenados que aún están en servicio activo, 
evidenciando una limitada colaboración de la justicia penal 
militar con la justicia ordinaria.

Desde luego, no todos los integrantes del Ejército, la Armada, la 
Fuerza Aérea y la Policía Nacional, promulgaron o promulgan, in-
centivan o promocionan, acciones criminales como las ejecuciones 
extrajudiciales. De igual manera, no todos los integrantes del Cuerpo 
Técnico de Investigación, como tampoco todos los funcionarios de 
medicina legal o jueces que conocieron o conocen los eventos, apo-
yaron o apoyan la ejecución de personas no combatientes en los 
falsos positivos. Hay militares, policiales y servidores públicos de 
otras instituciones que tienen la conciencia de ejercer control social 
sin que se abuse o se prive a los ciudadanos de sus derechos univer-
sales y constitucionales, de su libertad, integridad y vida, quienes 
de manera silenciosa, para no ser señalados de desleales y traidores 
de la patria por sus compañeros, han venido trabajando en contra 
de algunas prácticas delictivas llevadas a cabo tanto en el interior 
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de sus instituciones, como fuera de ellas. Existen evidencias en la 
Fiscalía General de la Nación que, anterior al periodismo investi-
gativo, el cual ha jugado un rol importante y dinámico, militares 
osados denunciaron eventos relacionados con los denominados fal-
sos positivos sin encontrar ninguna clase de eco de las denuncias 
en sus superiores. 

Es un desgaste para el Estado continuar desconociendo tanto 
los eventos de las ejecuciones extrajudiciales como la existencia de 
un patrón sistemático y generalizado en éstas, lo cual ha sido re-
conocido por funcionarios judiciales, organismos de derechos hu-
manos y sus autores materiales —coroneles, mayores, capitanes, 
suboficiales, soldados, civiles, reinsertados e integrantes de grupos 
paramilitares—. Inclusive, existen declaraciones de generales que 
evidenciaron en su momento la realización de los eventos en va-
rias unidades militares del país, como lo muestra el artículo de Las 
2 Orillas “La soledad del general que destapó los falsos positivos” 
(2015). El desconocimiento no solamente conlleva a la impunidad, 
abriendo puertas para que la Corte Penal Internacional y el derecho 
universal suplan la función del Estado en la investigación de deli-
tos y crímenes cometidos por servidores públicos, sino que es un 
obstáculo para la reparación, la verdad, la justicia y las garantías 
de no repetición, máximo al encontrarse la sociedad colombiana a 
las puertas del postconflicto.

Ante la actitud del Estado y de la justicia colombiana de simple-
mente investigar a quienes empuñaron las armas en los crímenes, la 
Corte Penal Internacional ha puesto nombres y apellidos de 23 ge-
nerales y 6 coroneles activos y retirados, responsables de 1.228 ca-
sos de ejecuciones extrajudiciales. El informe del CPI sostiene que el 
asesinato de civiles, en escenarios ficticios, presentados como muer-
tes en combate, pueden constituir homicidio y desaparición forza-
da, crímenes de lesa humanidad, asesinatos y ataques contra civiles 
como crímenes de guerra. La Corte Penal Internacional concluye en 
su informe que los crímenes fueron ejecutados como un ataque di-
recto contra civiles en distintas regiones de Colombia, en virtud de 
una política adoptada en algunas unidades militares de las Fuerzas 
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Armadas como política estatal. Para el diario El Espectador, si la 
justicia ordinaria y la jurisdicción especial para la paz, no hacen lo 
suficiente para aplicar justicia, el organismo internacional podría 
llevar a los altas jerarcas de las Fuerzas Armadas ante ese tribunal 
internacional (El Espectador, 9 de julio 2017). 

Es claro que el actual proceso de paz adelantado por el gobier-
no y las farc viene siendo utilizado por la extrema derecha como 
cortina de humo para ocultar la magnitud de las ejecuciones ex-
trajudiciales, en un intento por impedir que los promotores y los 
autores intelectuales sean investigados y juzgados por la justicia co-
lombiana. Existe presión dentro de la clase política del país para no 
investigar a profundidad las ejecuciones extrajudiciales dado que 
no solamente integrantes de la alta jerarquía militar se encuentran 
involucrados, sino que existen declaraciones de militares y para-
militares que involucran directamente, entre otros, a promotores 
de la política de seguridad democrática (Alias 101, Cárcel Nacional 
Modelo, Barranquilla, 2013). 

Mientras el Estado y la sociedad no intervengan en la cultura 
militar de una manera directa y en su formación ontológica, cos-
tumbres como la de inflar números, desviar recursos, desarrollar 
actividades como las denominadas chuzadas, evaluar la gestión por 
el número de bajas del enemigo y ejecutar órdenes operacionales y 
misiones tácticas ficticias para ganar credibilidad y confianza del 
Estado, éstas, además de otras, continuarán ejecutándose dentro 
del contexto de las Fuerzas Armadas de Colombia. 
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Anexos

Anexo 1. Proceso metodológico

Método naturalista: Historia de vidas, historia oral,  
entrevistas, revisión documental, percepciones.

A partir del método naturalista se aborda subjetividades de protagonis-
tas, antagonistas, testigos y no testigos, de los denominados “falsos posi-
tivos” ejecutados durante el periodo 2002-2010 como instrumento para 
la construcción de la memoria. 
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Primer paso

Revisión de fuentes

¿Cómo ha sido la construcción social de los denominados falsos 
positivos del periodo 2002-2010 en la sociedad colombiana?

Estado

Justicia penal 
militar - justicia 

ordinaria

Medios de 
comunicación

Cooperación
ONGs

Sociedad

Integrantes
Fuerzas

Armadas

Establecer
la construcción

social de las ejecuciones
extrajudiciales

"Falsos Positivos"
en la sociedad
colombiana

Segundo paso

Coser: instituciones
voraces, lealtad

Michel Foucault:
Parrhesía - la verdad,

el compromiso
y el riesgo

Otros:
Chemerinsky:

Código del silencioTeóricos

Bauman - Donskis: 
ceguera moral, 

miedo, pérdida de la 
sensibilidad, 

insigni�cancia, 
adiáfora 
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Tercer paso

Análisis actores sociales

1.	 Instrumento de percepción (grupos focales)

Militares y policías activos

Militares y policías de la reserva

Familiares Fuerzas Armadas

Víctimas

Sin ningún vínculo con víctimas ni Fuerzas Armadas

2.	 Entrevistas semi estructuradas

Víctimarios y familiares

Integrantes Fuerzas Armadas no comprometidos

Militares y policías de la reserva

Cuarto paso

Construcción informes – etnografías
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Anexo 2. Instrumento de percepción 
frente a los falsos positivos (ejecuciones 
extrajudiciales) desarrollados durante  

el periodo 2002-2010
Usted como integrante de la sociedad colombiana ha sido seleccio-
nado (a) para suministrar su percepción frente a los denominados 
falsos positivos (ejecuciones extrajudiciales) desarrollados durante el 
periodo 2002-2010. Sus respuestas serán muy valiosas e importantes 
para lograr una descripción objetiva del presente conflictivo, por lo 
que le solicitamos su cooperación respondiendo de manera franca 
y sincera cada una de las afirmaciones del presente instrumento. 

No debe marcar la hoja sus respuestas serán anónimas.

Marque con una X según corresponda

Su rol dentro de la sociedad colombiana corresponde a:

___ Integrante activo de las Fuerzas Armadas (Ejército, Armada, Fuerza Aérea, Policía)

___ Pensionado o con asignación de retiro de las Fuerzas Armadas (Reserva)

___ Familiar de integrante de las Fuerzas Armadas

___ Sin ningún vinculo con las Fuerzas Armadas

___ Sin ningún vinculo con las Fuerzas Armadas ni con las victimas

Marque con una X la institución de la cual hace parte dentro de las Fuerzas Armadas, de 
igual manera a la categoría (jerarquía militar o policial) a la que pertenece.

Policía Nacional Oficial

Ejército Nacional Suboficial

Fuerza Aérea Nivel Ejecutivo

Armada Nacional Soldado

Otro No uniformado 

Forma de responder 
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Cada afirmación presenta una serie de posibles alternativas de respuestas. Lea cuidadosamente 
cada afirmación, reflexione para que pueda traer a su mente situaciones o hechos que le permi-
tan reflejar una actitud o emitir un juicio de valor, según el caso, y marque con una X la opción 
con la que usted más se identifique, de acuerdo a los siguientes criterios:

Marque Siempre, con una X, si la afirmación aplica para todas las veces.

Marque Frecuentemente, con una X, si la afirmación aplica para la mayoría de las veces.

Marque A veces, con una X, si la afirmación aplica para algunas veces.

Marque Nunca, con una X, si la afirmación aplica para ninguna vez.

No olvide que en cada cuestionamiento sólo deberá marcar una sola opción. Recuerde que no 
hay ni buenas ni malas respuestas.

por favor, no deje de marcar ninguna afirmación

Tiempo estimado para la actividad 15 minutos.

1. Los falsos positivos (ejecuciones extrajudiciales) durante el periodo 2002-2010 

obedecieron a una …

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Estrategia militar para debilitar a la guerrilla

b. Oportunidad para limpiar la sociedad de 
drogadictos y delincuentes comunes

c. Fortalecimiento de las Fuerzas Armadas

d. Invención de los contradictores de la 
política de seguridad democrática

e. Sustento de la política de seguridad 
democrática

f. Imaginación de los enemigos de la Fuerza 
Pública

2. Una ejecución extrajudicial es …

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Oportunidad para acabar con el enemigo

b. Holocausto producto de la guerra

c. Crimen de un militar o policial fuera de 
servicio
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d. Invención para desprestigiar las Fuerzas 
Armadas

e. Invención para derrocar gobiernos

f. Medio para administrar justicia

3. Frente a los involucrados de los falsos positivos la sociedad debe:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Perdonar y absolver a los comprometidos

b. Perdonar, absolver y premiar a los 
comprometidos

c. Perdonar y condenar a los comprometidos

d. Apoyar y acompañar incondicionalmente a 
las Fuerzas Armadas

e. Apoyar para que las investigaciones las 
realice la Justicia Penal Militar

f. Apoyar para que las investigaciones las 
realice la justicia ordinaria

4. Los falsos positivos se debieron a:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Insensibilidad de los victimarios

b. Política de recompensas del gobierno

c. Ausencia de ética de los victimarios

d. Incremento de la subversión y el terrorismo

e. Presión de los generales por resultados 
militares

5. Las victimas de las ejecuciones extrajudiciales (falsos positivos) merecen:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Justicia

b. Olvido

c. Compromiso de no repetición

d. Verdad, justicia, reparación, compromiso de 
no repetición

e. Reparación

6. Frente a los casos de falsos positivos, las Fuerzas Militares deben:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Pedir perdón a las victimas y la sociedad 
colombiana
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b. Separar de la institución a los 
comprometidos

c. Defender a los militares comprometidos

d. Comprometerse con la no repetición

e. Mejorar la formación y capacitación del 
personal

7. Los falsos positivos se llevaron a cabo para eliminara

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Grupos de delincuentes comunes

b. Organizaciones terroristas

c. Grupos subversivos

d. Personas de bajos recursos, campesinos, 
indígenas

e. Organizaciones del narcotráfico

f. Grupos de delincuentes comunes

8. Un falso positivo es un:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Crimen contra persona señalada de atentar 
contra la sociedad

b. Crimen contra persona juzgada por atentar 
contra la sociedad

c. Crimen contra persona aprehendida por 
atentar contra la sociedad

d. Eliminación de terrorista o subversivo

e. Eliminación de delincuente común 

f. Opción de justicia aplicada por la ineficacia 
de la justicia 

g. Homicidio contra una persona indefensa

9. Los ejecutores de los falsos positivos fueron:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Personas con ideales altruistas

b. Personas desilusionados por la 
administración de justicia

c. Personas que buscan beneficios personales 

d. Personas con mentalidad criminal

e. Personas que actúan en representación de la 
sociedad



Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010

224

f. Personas garantes de la convivencia 
armónica

10. Los ejecutores de los falsos positivos actuaron:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. En representación de los generales

b. En representación del gobierno

c. En representación de la sociedad

d. En representación del narcotráfico

e. En provecho de sí mismos

f. En representación de la justicia

11. En nuestra democracia los que más aportan en la defensa de los Derechos Humanos son:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Las Fuerzas Militares

b. El Congreso

c. Los defensores de los Derechos Humanos

d. Los maestros

e. La sociedad civil

f. Campesinos y obreros

g. Ninguno de los anteriores

12. Los responsables de los falsos positivos fueron:

a. Las Fuerzas Armadas Siempre Frecuentemente A veces Nunca

b. La subversión

c. La sociedad

d. El Estado

e. El gobierno

f. Defensores de los Derechos Humanos

g. Ninguno de los anteriores

13. Los falsos positivos fueron cometidos por:

Siempre Frecuentemente A veces Nunca

a. Ejército Nacional

b. Armada Nacional

c. Fuerza Aérea Colombiana

d. Policía Nacional
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e. Ejército, Armada, Policía y Fuerza Aérea de 
Colombia

f. Ninguno de los anteriores

14. Cree usted que el número de asesinatos cometidos en los denominados falsos positivos 

durante el período de 2002-2010 se encuentran entre el rango de:

a. No se presentó ningún evento ni asesinato de falsos positivos

b. Menos de diez eventos con menos de diez asesinatos.

c. Menos de cien eventos con menos de cien asesinatos

d. Menos de mil eventos con menos de mil asesinatos

e. Menos de dos mil eventos con menos de dos mil asesinatos.

f. Más de dos mil eventos con más de dos mil asesinatos.

Anexo 3
Gráfico 1.	 Reporte oficial Fuerzas Militares - Actores armados ilegales mue-

ros en combate. Periodo 2002-2011
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Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, Viceministerio  
para las Políticas y Asuntos Internacionales, 2012.
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Anexo 4
Gráfico 2.	 Reporte oficial de muertos en combate Fuerzas Militares compa-

rados con el número de víctimas por homicidio en investigaciones 
de la Ficalía General de la Nación con presunto responsable miem-
bros del Ejército. Periodo 2002-2011
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Total muertos en combate = 16.331

Total número de víctimas por homicidio en investigaciones de la Fiscalía General de la Nación 
con presunto responsable miembros del Ejercito = 3.259

Fuente: Ministerio de Defensa Nacional, Viceministerio para las Políticas y Asuntos 
Internacionales, 2012 y Fiscalía General de la Nación, octubre de 2014.
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Anexo 5
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Anexo 6. Fragmento de la entrevista 
a Pablo Hernán Sierra García, alias 

Alberto Guerrero, comandante 
Bloque Metro. Falsos positivos
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Yo personalmente le he guardado lealtad, a hoy, le he guardado 
lealtad a la Fuerza Pública, yo no he tocado a ningún militar, y hay 
muchos que hoy son generales y puedo dar testimonio de falsos 
positivos que se hizo con ellos porque es que los falsos positivos 
en Colombia existen desde que iniciaron los grupos ilegales donde 
nosotros éramos los que dábamos de baja y llamábamos a los mi-
litares a que se dieran el vitrinazo, se dieran el champú mostrando. 
¿Por qué razón?, porque es que en Colombia se ha medido la gue-
rra es por los litros de sangre, por eso el problema ahorita de los 
falsos positivos. ¿Qué ocurre? Resulta de que se venía dando unas 
estadísticas de bajas en el país antes de nosotros desmovilizarnos. 
Resulta que nosotros éramos los que contribuíamos a eso, pero 
resulta que cuando nosotros entregábamos positivos a la Fuerza 
Pública, nosotros sí buscábamos las personas que realmente si tu-
vieran los vínculos con la guerrilla, que realmente si ameritara pues 
darles de baja cierto, entonces suena muy gracioso pero no se ex-
plica uno como un coronel le dice a uno “Alberto, colabórame que 
estoy descuadrado en tres muertos para este mes, porque necesito 
ir a hacer un curso a Estados Unidos, necesito ir al Sinaí, necesito 
que me den una condecoración o lo necesito para el ascenso”, todo, 
porque entre ellos habían competencias de número de bajas, enton-
ces uno le decía cómo lo querés, de farc, del eln, cómo? Entonces 
uno buscaba el sitio, un sitio donde realmente si saliera la guerrilla, 
uno buscaba pues las cosas, les ponía el fusil, les ponía el brazalete, 
los maquillaba como se dice bien organizado y se daba el operati-
vo. Ahorita ¿qué fue lo que ocurrió y por qué les está fracasando 
y el escándalo con los falsos positivos? Resulta que después de las 
desmovilizaciones el Ejército ha querido, o algunos, no quiero ge-
neralizar, han querido seguir manteniendo esas estadísticas del nú-
mero de bajas, entonces resulta que ellos se quedaron sin quien les 
entregue esos positivos, empezaron a hacerlo ellos, por sus propios 
mecanismos, por sus propios medios y como decimos nosotros en 
el argot carcelero la vuelta se les cayó porque no lo supieron hacer, 
consiguieron gente por decir así como los de Soacha y los trasladan 
a otro departamento de un día hacia otro, entonces cómo, muchos 
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que quedaron con las botas al revés, cosas pues que no se explica 
uno cómo siendo unos militares y cómo hacen unas cosas porque 
como digo yo, lo mal hecho es lo que más bien hecho hay que ha-
cer y esto les quedó mal hecho (Recuperado de https://www.face-
book.com/coalicion2018/).

Anexo 7
Sentencia que califica los asesinatos 

denominados “falsos positivos” como 
“crímenes contra la humanidad”

corte suprema de justicia 
sala de casación penal

Magistrado Ponente  
Dr. sigifredo espinosa pérez 
Aprobado Acta No. 127.

Bogotá, D.C., seis de mayo de dos mil nueve.

V I S T O S

Juzga la Corte en sede de casación la sentencia de segundo grado del 27 de febrero 
de 2006, proferida por el Tribunal Superior Militar, mediante la cual confirmó con 
modificaciones el fallo dictado por el Juzgado 12 de Brigada de Primera Instancia 
con sede en Florencia, Caquetá, condenando a los procesados ct. josé mauricio 
muñoz plaza, al cs. marino alexánder eraso gómez y a los soldados profesiona-
les roberto antonio marín menéndez, abel pabón uribe, wilson ramos soto, 
rubén darío polanía cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro pabón 
y josé vicente sánchez mendoza a la pena principal de 27 años de prisión y a las 
accesorias de separación absoluta de la Fuerza Pública e interdicción de derechos y 
funciones públicas por el término de 10 años, como responsables del concurso ho-
mogéneo de homicidio agravado.
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HECHOS

El 4 de febrero de 2002, el Teniente Coronel José Fernando Mejía Araujo, Coman-
dante del Batallón de Infantería No. 34 “Juanambú”, perteneciente a la Décima Se-
gunda Brigada del Ejército Nacional, presentó denuncia penal ante el Juzgado 67 de 
Instrucción Penal Militar, relatando que el 22 de enero del mismo año, a eso de las 
12:30 horas, el cot de su unidad reportó que la Compañía “Atacador”, acantonada 
como base militar en el municipio de Solita, Departamento del Caquetá, al mando 
del ct. josé mauricio muñoz plaza, se encontraba en combate con integrantes de 
un grupo armado al margen de la ley, específicamente con el Puesto Avanzado de 
Combate (pac) de los pinos, al mando del Cabo Segundo marino alexánder eraso 
gómez, y conformado por los soldados profesionales wilson ramos soto, james 
toro pabón, roberto marín menéndez, josé sánchez mendoza, rubén polanía 
cabrera, abel pabón uribe y reibinson garcía sarmiento.

Señala que al cabo de aproximadamente una hora después, el comandante de la 
Compañía, ct. muñoz plaza, le informó que la situación se hallaba controlada, pero 
que habían sido dados de baja tres integrantes del grupo armado ilegal, por lo cual le 
impartió instrucciones para que en horas de la mañana se hicieran las gestiones para 
el levantamiento de los cadáveres y los trámites de rigor.

Sin embargo, se estableció que en realidad las víctimas, que fueron identificadas 
como Edgar Reinaldo Valencia, Robinson Cortés y Juan José Herrera Gutiérrez, ha-
bían sido retenidas y permanecieron durante el día del 22 de enero de 2002 en un 
hueco que estaba siendo adecuado para búnker en las instalaciones de la base, lugar 
del cual fueron sacados en horas de la noche, amarrados de las manos y con cinta 
pegante en sus bocas, para ser conducidos hasta el sector de los “eucaliptos”, cerca 
al antiguo cementerio del municipio de Solita, donde la tropa al mando del ct. josé 
mauricio muñoz plaza les disparó, dándoles muerte.

ANTECEDENTES PROCESALES

Con base en la precitada denuncia, el Juzgado 67 de Instrucción Penal Militar de 
Florencia, abrió investigación y escuchó en indagatoria a ct. josé mauricio muñoz 
plaza, al cs. marino alexánder eraso gómez y a los soldados profesionales ro-
berto antonio marín menéndez, abel pabón uribe, wilson ramos soto, rubén 
darío polanía cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro pabón y josé 
vicente sánchez mendoza, a quienes les resolvió situación jurídica con medida de 
aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación por el delito de 
homicidio agravado.
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Perfeccionada en lo posible la instrucción, el 10 de julio de 2002, el proceso se remi-
tió a la Fiscal 19 de Instrucción Penal Militar adscrita la Novena Brigada con sede en 
Neiva, Huila, despacho que en resolución del 12 siguiente la declaró cerrada.

El 16 de agosto de 2002 se calificó el mérito del sumario con resolución de acusación 
contra los mencionados procesados por el delito de homicidio agravado, en concurso 
homogéneo, al primero en condición de determinador y a los demás como coautores 
del mismo.

Ejecutoriada la resolución de acusación, el proceso se remitió al Juzgado Séptimo 
de Instancia de Brigada con sede en Neiva, despacho que mediante auto del 20 de 
noviembre de 2002 ordenó la iniciación del juicio y con auto del 27 de diciembre del 
mismo año decretó la práctica de pruebas, comisionando para ello al Juzgado 66 de 
Instrucción Penal Militar con sede en Florencia, Caquetá.

El 6 de mayo de 2003, la Procuradora 267 Judicial I Penal solicitó a la Juez Séptima 
de Brigada la nulidad de la actuación surtida por la falta de competencia del funcio-
nario judicial, pues encontraba acreditado que las muertes investigadas no se causa-
ron en combate, razón por la cual la actividad ilícita no se encontraba conectada con 
una función propia del cuerpo armado. La peticionaria apoyó su pretensión en la 
sentencia de constitucionalidad C-878 de 2000.

No obstante, la petición fue negada en proveído del 26 de mayo de 2003, decisión 
contra la cual la representante del Ministerio Público interpuso recurso de apelación, 
siendo confirmada por el Tribunal Militar en providencia del 6 de agosto de 2003.

La Procuradora Delegada acudió entonces ante el Juez Único Promiscuo del Circuito 
de Belén de los Andaquíes, Caquetá, solicitándole que promoviera conflicto positivo 
de competencia, petición que le fue negada en auto del 1º de junio de 2004, tras con-
siderar el despacho que los hechos habían ocurrido con ocasión del servicio militar.

El 31 de agosto de 2004 se inició la audiencia de corte marcial, la cual fue suspendida 
en varias ocasiones, terminando finalmente el 23 de junio de 2005.

El 31 de agosto de 2005, el Juzgado 12 de Brigada emitió sentencia de primera 
instancia condenando a los procesados ct. josé mauricio muñoz plaza, al cs. 
marino alexánder eraso gómez y a los soldados profesionales roberto antonio 
marín menéndez, abel pabón uribe, wilson ramos soto, rubén darío polanía 
cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro pabón y josé vicente sán-
chez mendoza, a la pena principal de 27 años de prisión y a las accesorias de sepa-
ración absoluta de la Fuerza Pública e interdicción de derechos y funciones públicas 
por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad, decisión que fue confirmada y 
modificada en segunda instancia, en lo que tiene que ver con la última pena accesoria, 
que se fijó en 10 años, según sentencia proferida por el Tribunal Superior Militar el 
27 de febrero de 2006.

Contra la sentencia del Tribunal, el defensor común de los procesados ct. josé mau-
ricio muñoz plaza, cs. marino alexánder eraso gómez y los soldados profe-
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sionales roberto antonio marín menéndez, abel pabón uribe, wilson ramos 
soto, rubén darío polanía cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro 
pabón y josé vicente sánchez mendoza, interpuso recurso extraordinario de ca-
sación, cuya demanda se declaró ajustada a derecho en auto del 21 de septiembre de 
2006, ordenándose su remisión al Procurador Delegado en lo Penal, cuyo concepto se 
recibió en la Secretaría de la Sala el 2 de abril del año en curso, pasando al Despacho 
del Magistrado Ponente al día siguiente.

LA DEMANDA

Un único cargo postula el defensor contra la sentencia de segunda instancia, al am-
paro de la causal tercera del artículo 207 de la Ley 600 de 2000, alegando la nulidad 
de la actuación por falta de competencia del funcionario que adelantó la instrucción 
y emitió el fallo, pues el proceso ha debido cursar ante la justicia ordinaria y no la 
penal militar, irregularidad con la cual se violaron los artículos 29 y 221 de la Carta 
Política, 11 del Código de Procedimiento Penal y 16 del Código Penal Militar.

Señala que el artículo 2º del Código Penal Militar, define que son delitos relacionados 
con el servicio “aquellos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública derivados 

del ejercicio de la función militar o policial que les es propia…”, requisitos que han 
sido analizados en distintos fallos de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 
Justicia, de los cuales trae los apartes pertinentes.

En el presente caso, agrega, no hay duda de que los nueve procesados tenían la cali-
dad de miembros activos del Ejército Nacional, adscritos a la Compañía “Atacador” 
del Batallón de Infantería No. 34 “Juanambú” y que operaba en la base militar ubi-
cada en el municipio de Solita.

En segundo lugar, las sentencias señalan que el 22 de enero de 2002 miembros de la 
Compañía “Atacador” de manera ilegal capturaron a Edgar Reinaldo Valencia, Ro-
binson Cortés (apodado “El Mocho”) y Juan José Herrera Gutiérrez, en el municipio 
de Solita, Departamento de Caquetá, personas que fueron conducidas al “hueco” 
que estaba construyéndose en la base militar para ubicar equipos de comunicación, 
sitio del cual fueron sacados entrada la media noche, amarrados de las manos y con 
cinta pegante en sus bocas, por una escuadra militar comandada por el Cabo Se-
gundo marino alexánder eraso gómez, siendo conducidos hasta un lugar donde 
se les dio muerte con armas de fuego, comportamiento que, dice, repudia cualquier 
relación con el servicio. Los militares, agrega, procedieron como “netos particulares” 
y en consecuencia, es la justicia ordinaria la que constitucional y legalmente debe 
juzgarlos.

Cita a continuación varios apartes de las sentencias de primer y segundo grados en 
los que se ratifica que desde la aprehensión de las tres víctimas hasta la muerte de 
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estas, fue ilegal el actuar de los militares y que su conducta no puede ser juzgada por 
sus pares.

Pide, en consecuencia, que se decrete la nulidad de lo actuado a partir inclusive del 
auto que declaró la clausura de la investigación y que de conformidad con la causal 
del numeral 4º del artículo 365 del Código de Procedimiento Penal, se decrete la 
libertad provisional de sus representados, toda vez que a la fecha habrían permane-
cido más de 180 días privados de su libertad sin que se haya calificado el mérito del 
sumario.

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador Segundo Delegado para la Casación Penal, señala que en el presente 
caso se configura el primer requisito señalado en el artículo 221 de la Carta Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 1991, para que opere el fuero especial 
ante la Justicia Penal Militar, toda vez que el personal del pelotón al mando del 
Cabo Segundo marino alexánder eraso gómez, eran miembros activos del Ejér-
cito Nacional, destacados en la base militar del municipio de Solita en la compañía 
“Atacador”.

No obstante, la controversia surge alrededor de las circunstancias modales que ro-
dearon los hechos criminosos imputados a los miembros activos del Ejército Na-
cional, es decir si ellos fueron o no desarrollados en relación con el servicio que 
cumplían en la base militar.

Para resolver el punto, acude el Procurador al desarrollo jurisprudencial que el tema 
ha tenido en la Corte Constitucional y en la Corte Suprema de Justicia, así como al 
artículo 2º de la Ley 522 de 1999 (Código Penal Militar), directrices bajo las cuales 
concluye que de acuerdo con el material probatorio, no puede sostenerse que en el 
presente evento los uniformados procesados cumplían tareas propias encomendadas 
al Ejército Nacional por la Constitución Política, tal como se deduce de la denuncia 
y su ratificación por parte del Teniente Coronel Mejía Araujo y de las declaraciones 
vertidas por el subteniente Herson Felipe Durán Duarte, el soldado profesional Mar-
co Tulio Sanmartín Echeverri, el cabo tercero Nelson Yamid Gualdrón Barón, el cabo 
segundo Heber Gaspar Trejos y la doctora Davis María Sevilla Herrera, Directora 
del Centro de Salud del municipio de Solita, de todas las cuales transcribe los apartes 
pertinentes.

De tales pruebas deduce que las tres personas que fueron retenidas el 22 de enero de 
2002 por miembros del Ejército Nacional de la base de Solita, fueron luego ejecuta-
das por los militares procesados, desvirtuándose el alegado enfrentamiento armado.

Los homicidios agravados, dice, se cometieron con una planificación especial del Ca-
pitán josé mauricio muñoz plaza y su pelotón encabezado por el Cabo Segundo 
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marino alexánder eraso gómez, quienes torturaron y le quitaron la vida a las 
tres personas que fueron retenidas, sin darles la oportunidad de concurrir ante la 
autoridad correspondiente.

Lo anterior excluye el fuero castrense para los procesados, quienes, reitera, no ac-
tuaron en cumplimiento de función constitucional o legal, tal como lo alegó en su 
oportunidad la Procuradora 267 Judicial I Penal, cuyos planteamientos no fueron 
atendidos en las instancias.

En consecuencia, sugiere a la Corte que case el fallo impugnado y decrete la nulidad 
de lo actuado, ordenando la remisión del proceso a la justicia ordinaria, competente 
para adelantar el trámite correspondiente.

CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Desde ya anuncia la Sala que efectivamente, como lo postuló el defensor en el único 
cargo presentado contra el fallo demandado, el trámite adelantado a partir del cierre 
investigativo se encuentra afectado de nulidad, por violación del principio de juez 
natural, pues los hechos informan que el triple homicidio atribuido a los aquí proce-
sados, no puede entenderse en relación directa con el servicio militar que los mismos 
prestaban para el momento de los hechos.

En orden a fundamentar la tesis propuesta, por cuestiones metodológicas, abordará 
la Sala el estudio del caso en el siguiente orden:

•	 a) aspectos generales y específicos del fuero penal militar y su ámbito de apli-
cación;

•	 b) principio del juez natural y su relación con el debido proceso;

•	 c) análisis del caso concreto; y

•	 d) efectos de la violación demandada.

a) Aspectos generales y específicos del fuero penal militar y su ámbito de aplicación.

Sobre el concepto de fuero como institución jurídica en términos generales, la Corte 
ha sostenido que tiene dos connotaciones fundamentales, a saber:

De un lado, es una prerrogativa que la Constitución y las leyes reconocen a las per-
sonas que desempeñan ciertas funciones públicas, en atención a la naturaleza de la 
función o a la dignidad del cargo, para que únicamente puedan ser investigadas y juz-
gadas por funcionarios judiciales de determinada jerarquía o especialidad. De otro, 
el fuero materializa la facultad del Estado consagrada en la Constitución y en las le-
yes, de asignar exclusivamente a determinados funcionarios judiciales la competencia 
para la investigación y el juzgamiento de ciertos delitos, o de los ilícitos cometidos 
por algunos servidores públicos en ejercicio de sus funciones |1|.
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De manera específica, sobre el fuero penal militar cabe señalar que la Constitución 
Política en su artículo 221, modificado por el Acto Legislativo 02 de 1995, artículo 
1º, lo enmarca dentro de los siguientes parámetros:

“De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, 

y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales 

militares, con arreglo a las prescripciones del Código Militar.”;

El fuero militar así concebido en la Carta Política, cobija entonces a los miembros de 
la Fuerza Pública en servicio activo, exclusivamente por las conductas ilícitas rela-
cionadas con el servicio, nexo sobre el cual se ha pronunciado la Corte Suprema en 
múltiples oportunidades |2|, aclarando que no puede entenderse como una conexión 
genérica que se presenta entre el servicio activo militar o policial y el delito que reali-
za quien lo presta, sino que es imprescindible determinar una “correspondencia” en-
tre el hecho constitutivo de la infracción penal y los deberes que legalmente le atañen 
a esos servidores públicos, dado que las normas constitucionales imponen los límites 
dentro de los cuales se puede actuar en un Estado Social de Derecho.

De este modo, ha recabado la Sala, la competencia castrense, de estirpe constitucio-
nal, sólo se atribuye cuando el hecho que motiva el proceso ha sido realizado por 
un miembro de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional en ejercicio activo de 
sus funciones, siempre y cuando la conducta tenga relación con el servicio militar o 
policial, es decir, que no basta que se trate de un militar o de un policía en servicio 
activo, sino que es necesario que la conducta ilícita haya sido realizada en relación 
con el servicio oficial a desempeñar |3|.

La Corte Constitucional, por su parte, al examinar la constitucionalidad de algunas 
normas del Código Penal Militar, de manera específica sobre el fuero militar señaló 
que conforme a la interpretación restrictiva que se impone en este campo, un delito 
está relacionado con el servicio únicamente en la medida en que haya sido cometido 
en el marco del cumplimiento de la labor, es decir, del servicio, que ha sido asignado 
por la Constitución y la ley a la Fuerza Pública:

“(…) La expresión ‘relación con el mismo servicio’, a la vez que describe el campo 

de la jurisdicción penal militar, lo acota de manera inequívoca. Los delitos que se 

investigan y sancionan a través de esta jurisdicción no pueden ser ajenos a la esfera 

funcional de la Fuerza Pública. Los justiciables son únicamente los miembros de 

la Fuerza Pública en servicio activo, cuando cometan delitos que tengan ‘relación 

con el mismo servicio’. El término ‘servicio’ alude a las actividades concretas que se 

orienten a cumplir o realizar las finalidades propias de las fuerzas militares -defensa 

de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 

constitucional- y de la policía nacional -mantenimiento de las condiciones necesarias 

para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica-.“(…)

“El concepto de servicio corresponde a la sumatoria de las misiones que la Constitu-

ción y la ley le asignan a la Fuerza Pública, las cuales se materializan a través de de-
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cisiones y acciones que en últimas se encuentran ligadas a dicho fundamento jurídico 

(…) En efecto, la noción de servicio militar o policial tiene una entidad material y 

jurídica propia, puesto que se patentiza en las tareas, objetivos, menesteres y accio-

nes que resulta necesario emprender con miras a cumplir la función constitucional y 

legal que justifica la existencia de la Fuerza Pública (…)

“(…)

“Además del elemento subjetivo -ser miembro de la Fuerza Pública en servicio ac-

tivo-, se requiere que intervenga un elemento funcional en orden a que se configure 

constitucionalmente el fuero militar: el delito debe tener relación con el mismo ser-

vicio (…)

“No obstante que la misión o la tarea cuya realización asume o decide un miembro 

de la Fuerza Pública se inserte en el cuadro funcional propio de ésta, es posible que 

en un momento dado, aquél, voluntaria o culposamente, la altere radicalmente o 

incurra en excesos o defectos de acción que pongan de presente una desviación de 

poder que, por serlo, sea capaz de desvirtuar el uso legítimo de la fuerza. Justamente 

a este tipo de conductas se orienta el Código Penal Militar y se aplica el denominado 

fuero militar. La legislación penal militar, y el correspondiente fuero, captan con-

ductas que reflejan aspectos altamente reprochables de la función militar y policial, 

pero que no obstante tienen como referente tareas y misiones que, en sí mismas, son 

las que de ordinario integran el concepto constitucional y legal de servicio militar o 

policial.

“La exigencia de que la conducta punible tenga una relación directa con una misión 

o tarea militar o policiva legítima, obedece a la necesidad de preservar la especiali-

dad del derecho penal militar y de evitar que el fuero militar se expanda hasta con-

vertirse en un puro privilegio estamental. En este sentido, no todo lo que se realice 

como consecuencia material del servicio o con ocasión del mismo puede quedar 

comprendido dentro del derecho penal militar, pues el comportamiento reprochable 

debe tener una relación directa y próxima con la función militar o policiva. El con-

cepto de servicio no puede equivocadamente extenderse a todo aquello que el agente 

efectivamente realice. De lo contrario, su acción se desligaría en la práctica del ele-

mento funcional que representa el eje de este derecho especial (...)” |4|

De allí que los delitos que se pueden investigar y sancionar a través de la jurisdicción 
penal militar, están restringidos a los ocurridos en la esfera funcional de la Fuerza 
Pública, esto es, en el curso de actividades concretas que se orienten a cumplir o 
realizar las finalidades propias de las fuerzas militares -defensa de la soberanía, la 
independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional- y de 
la policía nacional -mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica.

En el mismo antecedente, afirmó el Tribunal Constitucional que esa relación de cau-
salidad entre el hecho delictivo y la actividad relacionada con el servicio se rompe 
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cuando el delito adquiere una gravedad inusitada, tal como ocurre con los llamados 
delitos de lesa humanidad.

“En estas circunstancias, dijo la Corte, el caso debe ser atribuido a la justicia or-

dinaria, dada la total contradicción entre el delito y los cometidos constitucionales 

de la Fuerza Pública. Al respecto es importante mencionar que esta Corporación ya 

ha señalado que las conductas constitutivas de los delitos de lesa humanidad son 

manifiestamente contrarias a la dignidad humana y a los derechos de la persona, por 

lo cual no guardan ninguna conexidad con la función constitucional de la Fuerza 

Pública, hasta el punto de que una orden de cometer un hecho de esa naturaleza no 

merece ninguna obediencia. En efecto, en la sentencia C-578 de 1995, en el funda-

mento jurídico 5.3.1. se expresó:

“La orden del servicio es la que objetivamente se endereza a ejecutar los fines para 

los cuales está creada la institución. Una orden que de manera ostensible atente 

contra dichos fines o contra los intereses superiores de la sociedad, no puede recla-

mar válidamente obediencia. La orden de agredir sexualmente a una persona o de 

infligirle torturas, bajo ninguna circunstancia puede merecer el calificativo de orden 

del servicio. Estas acciones, que se enuncian a título de ilustración, son ajenas com-

pletamente al objeto de la función pública confiada a los militares y al conjunto de 

sus deberes legales”.

“Por consiguiente, un delito de lesa humanidad es tan extraño a la función constitu-

cional de la Fuerza Pública que no puede jamás tener relación con actos propios del 

servicio, ya que la sola comisión de esos hechos delictivos disuelve cualquier vínculo 

entre la conducta del agente y la disciplina y la función propiamente militar o poli-

cial, por lo cual su conocimiento corresponde a la justicia ordinaria.

“La Corte precisa: es obvio que nunca un acto del servicio puede ser delictivo, razón 

por la cual una conducta propia del servicio no amerita jamás castigo. Por ello la 

justicia castrense no conoce de la realización de “actos del servicio” sino de la comi-

sión de delitos “en relación” con el servicio. Es decir, lo que esta Corporación afirma 

no es que los delitos de lesa humanidad no constituyen actos del servicio, pues es 

obvio que en un Estado de derecho jamás un delito - sea o no de lesa humanidad - 

representa una conducta legítima del agente. Lo que la Corte señala es que existen 

conductas punibles que son tan abiertamente contrarias a la función constitucional 

de la Fuerza Pública que su sola comisión rompe todo nexo funcional del agente con 

el servicio”.

Ahora bien, el artículo 3º del Código Penal Militar preceptúa que en ningún caso 
podrán considerarse como relacionados con el servicio los delitos de tortura, geno-
cidio y desaparición forzada. Sin embargo, el espectro de delitos excluidos se amplía 
si se acude al concepto de delitos de lesa humanidad que se trae en el artículo 7º del 
Estatuto Penal de Roma, según el cual el concepto comprende las conductas tipifica-
das como asesinato, exterminio, deportación o desplazamiento forzado, encarcela-
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ción, tortura, violación, prostitución forzada, esterilización forzada, persecución por 
motivos políticos, religiosos, ideológicos, nacionales o étnicos, desaparición forzada, 
secuestro o cualesquiera actos inhumanos que causen graves sufrimientos o atenten 
contra la salud mental o física de quien los sufre, siempre que dichas conductas se 
cometan como parte de un ataque sistemático o generalizado contra una población 
civil.

En ese sentido, resulta de suma importancia señalar que en la sentencia C-878 de 
2000, la Corte Constitucional aclaró que no solamente tales crímenes pueden consi-
derarse como absolutamente ajenos al servicio de la Fuerza Pública, sino que existen 
también otras conductas,

“… que son tan abiertamente contrarias a la función constitucional de la Fuerza 

Pública, que su sola comisión rompe todo nexo funcional del agente con el servicio, 

conductas éstas que, en consecuencia, escapan de la competencia de esta jurisdicción 

especial. Así, teniendo en cuenta que el factor funcional es el que en últimas deter-

mina la competencia de la jurisdicción penal militar, ha de entenderse que existen 

delitos no enunciados en el artículo 3 de la ley 522 de 1999 que, por su misma 

naturaleza, no pueden ser considerados “relacionados con el servicio” y como tales, 

en ningún caso podrán ser de conocimiento de la justicia castrense. En todos estos 

casos, corresponderá a la justicia ordinaria aprehender la investigación y juzgamien-

to de esta clase de conductas.”

Las conductas constitutivas de delitos de lesa humanidad son manifiestamente con-
trarias a la dignidad humana y por ello no pueden guardar ninguna conexidad con la 
función de la Fuerza Pública, hasta el punto de que una orden de cometer un hecho 
de esa naturaleza no merece ninguna obediencia.

Sobre éste último aspecto, cabe destacar que el artículo 33 del Estatuto Penal de 
Roma señala:

“Artículo 33  
Órdenes superiores y disposiciones legales

1. Quien hubiere cometido un crimen de la competencia de la Corte en cumplimiento 
de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, no será exi-
mido de responsabilidad penal a menos que:

•	 a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el 
superior de que se trate;

•	 b) No supiera que la orden era ilícita; y

•	 c) La orden no fuera manifiestamente ilícita.

2. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer geno-
cidio o crímenes de lesa humanidad son manifiestamente ilícitas.”

Se trata entonces de la eximente de responsabilidad por obediencia debida, que ex-
cluye las órdenes manifiestamente ilegales, entre las cuales, por expresa consagración 
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del Estatuto, se entienden las que van dirigidas a cometer genocidio o crímenes de 
lesa humanidad.

A su vez, el artículo 91 de la Constitución Política establece que:

“Artículo 91. En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en de-

trimento de alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al 

agente que lo ejecuta.

“Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, 

la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la orden.”

Sobre éste precepto, la Corte Constitucional |5| ha interpretado que la eximente de 
responsabilidad penal no opera cuando el contenido de la orden es manifiestamente 
delictivo para el agente que la ejecuta, tal como se deduce del siguiente texto:

“El inciso segundo del artículo 91 de la C.P., exonera de responsabilidad constitu-

cional al militar que ejecuta una orden del servicio impartida por su superior, pero 

no lo hace de manera total e irrestricta. Si el inferior es consciente de que su acto de 

ejecución causará con certeza la violación de un derecho fundamental intangible de 

alguna persona y, no obstante, lo realiza, pudiéndolo evitar, actuará de manera do-

losa. Si se admite que la Constitución, en este caso, ha condonado el dolo, se tendrá 

que aceptar que ella ha consentido en crear el germen de su propia destrucción. La 

idea de Constitución, por lo menos en un régimen no totalitario, es incompatible con 

la existencia en la sociedad y en el Estado de sujetos con poderes absolutos. La Corte 

rechaza resueltamente la tesis de la exoneración absoluta de responsabilidad del mi-

litar subalterno porque si pese a su dolo aquélla se mantiene, su poder adquiere una 

dimensión inconmensurable, capaz de erradicar todo vestigio de derecho, justicia y 

civilización.” |6|

En la misma sentencia, la Corte Constitucional señaló los requisitos que han de cum-
plirse para que opere la exoneración penal por obediencia debida o cumplimiento de 
un deber, los cuales coinciden, en términos generales, con los referidos en el artículo 
33 del Estatuto de Roma.

Tales requisitos son:

“La exoneración de responsabilidad, además de no revelarse como manifiestamente 

antijurídica, debe sujetarse a otros requisitos. En primer lugar, debe existir una rela-

ción de subordinación jerárquica reconocida por el derecho público entre quien emi-

te el mandato y quien lo recibe y ejecuta. Para que la orden se considere vinculante, 

ésta ha de emanar del superior jerárquico con poder de mando sobre el receptor. En 

segundo lugar, la orden debe existir como tal, vale decir, como manifestación clara 

y distinta de voluntad encaminada a obtener que el inferior haga o deje de hacer 

algo. En tercer lugar, se requiere que el superior actúe dentro de su competencia, 

pero como el subordinado carece por lo general de un poder de examen detallado, la 

doctrina no exige competencia concreta para emitir la orden, sino competencia abs-

tracta, la cual se refiere a la facultad del superior para disponer la clase de actos que 



Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010

242

normalmente se comprenden dentro del objeto de las obligaciones del inferior. Por 

último, para que la eximente opere como justificación del hecho punible se requiere 

que la orden esté revestida de las formalidades legales.” |7|

De esa manera, la jurisprudencia constitucional ha reconocido la incompatibilidad 
de una obediencia militar ciega y absoluta con los principios constitucionales de la 
justicia.

Además, como se recordó en el antecedente de que se trata, la obediencia debida 
absoluta y la exoneración incondicional de responsabilidad del militar subalterno, 
ha sido considerada como contraria al derecho internacional humanitario, y especí-
ficamente se ha prohibido en varios instrumentos internacionales, así por ejemplo, 
en la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, aprobado mediante la Ley 70 de 1986, dispone en su artículo 2º nu-
meral 3º, que:

“No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad pú-

blica como justificación de la tortura”

Por su parte, los protocolos I y II, adicionales a los convenios de Ginebra del 12 de 
agosto de 1949, tampoco contemplan a favor de los militares que violen sus normas, 
la eximente de responsabilidad de la obediencia debida, pues en ambos se dispone 
que “nadie podrá ser condenado por una infracción si no es sobre la base de su res-

ponsabilidad penal individual” |8|.

Finalmente, cabe recordar que el ámbito restringido sobre el cual opera la justicia 
penal militar ha llevado a considerar que en todos aquellos casos en los cuales no 
aparezca diáfana la relación directa del delito con el servicio habrá de aplicarse el 
derecho penal ordinario, es decir, la duda se resuelve a favor de la justicia ordinaria, 
como lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia C- 358/97:

“Puesto que la justicia penal militar constituye la excepción a la norma ordinaria, 

ella será competente solamente en los casos en los que aparezca nítidamente que la 

excepción al principio del juez natural general debe aplicarse. Ello significa que en 

las situaciones en las que exista duda acerca de cuál es la jurisdicción competente 

para conocer sobre un proceso determinado, la decisión deberá recaer en favor de 

la jurisdicción ordinaria, en razón de que no se pudo demostrar plenamente que se 

configuraba la excepción”.

En esta misma línea jurisprudencial, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
ha señalado que en un Estado democrático de Derecho, la jurisdicción penal militar 
ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y encaminarse a la protección de inte-
reses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas 
militares. Así, debe estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento 
de civiles y sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su 
propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar |9|.

Del anterior compendio se extractan las siguientes conclusiones:
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•	 La justicia penal militar está reservada exclusivamente para investigar y juzgar 
a los miembros de las Fuerzas Armadas que hayan cometido delitos castrenses, 
lo cual excluye las violaciones graves de los derechos humanos, entendiendo por 
estas toda acción u omisión que vulnere o amenace severamente alguno de los 
derechos fundamentales enunciados en los instrumentos internacionales como el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, conductas de las cuales conocerán siempre los jueces 
ordinarios.

•	 El concepto de “delitos relacionados con el servicio” excluye cualquier conducta 
contraria a la función constitucional de las fuerzas militares -defensa de la sobe-
ranía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden consti-
tucional- y de la policía nacional -mantenimiento de las condiciones necesarias 
para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica-

•	 En caso de duda sobre la naturaleza de la conducta, será competente la justicia 
ordinaria.

b) Principio del juez natural y su relación con el debido proceso.

Así mismo, la jurisprudencia de esta Corporación tiene definido que el “juez natural” 
es aquel señalado por la ley para administrar justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la ley, quien al ejercer una de las manifestaciones más importantes 
de la soberanía del Estado ha de cumplir con los requisitos establecidos al efecto, 
garantizándose así que dicha función recaiga en personas calificadas y con conoci-
mientos en las disciplinas que deben atender |10|.

Por su parte, la competencia es la atribución legal concreta de una cantidad de juris-
dicción a cada uno de aquellos órganos, en sentido amplio denominados jueces, en 
determinadas áreas y respecto de específicos asuntos con preferencia e independencia 
de los demás de su clase; la competencia tiene como presupuesto la pluralidad de 
órganos investidos de jurisdicción dentro de un territorio, luego las reglas de compe-
tencia tienen por objeto determinar cuál de ellos va a ser el que conozca, con prefe-
rencia o exclusión de los demás, de una controversia que ha puesto en movimiento la 
actividad jurisdiccional |11|.

De allí que siendo la jurisdicción la función de administrar justicia, la competencia 
fija los límites dentro de los cuales se ejerce tal facultad.

Ahora bien, la competencia para juzgar es uno de los principios basilares del debido 
proceso que atañe con el principio del juez natural y la organización judicial, expre-
samente consagrado en el artículo 29 constitucional cuando refiere al juzgamiento 
ante el “juez o tribunal competente”. Por lo tanto, el desconocimiento a este principio 
constituye una violación del derecho al debido proceso, ya que implica la ausencia de 
uno de sus elementos fundamentales, esto es, que la valoración jurídica sea llevada a 
cabo por quien tiene la facultad y la autoridad para hacerlo, de modo que exista un 
fundamento para asumir las cargas e implicaciones que de ella se derivan.
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En tal sentido ya se ha pronunciado la Sala, destacando el profundo efecto nocivo 
que genera la intervención de la justicia penal militar en asuntos de competencia de 
los jueces ordinarios |12|:

“No puede desconocerse que la competencia para juzgar es uno de los principios 

basilares del debido proceso que atañe con el principio del juez natural y la orga-

nización judicial, expresamente consagrado en el artículo 29 constitucional cuando 

refiere al juzgamiento ante el “juez o tribunal competente”, y esa especial connota-

ción impide al funcionamiento judicial pasar por alto o desconocer tal requisito al 

asumir el conocimiento de los procesos, o adoptar en ellos decisiones, defecto que 

de ocurrir, tampoco puede subsanarse sino mediante la declaratoria de nulidad por 

incompetencia que se advierte en los artículos 304-1 y 305 del Código de Procedi-

miento Penal (hoy regulados de manera similar, en los artículos 306-1 y 307, de la 

Ley 600 de 2000, acota la Sala).

“Desde luego que la pérdida de tiempo y de actividad de la jurisdicción derivada 

de una invalidación es causa de natural desazón, tanto ante el riesgo de fenóme-

nos como la prescripción –en este caso aún distante- como por la inoperancia de 

una justicia tardía. Más, no por esas solas consideraciones, aún siendo importantes, 

podría la Corte rehuir el deber oficioso de escudriñar y corregir las irregularidades 

sustanciales que afecten el proceso, y menos so pretexto de la prevalencia del dere-

cho material, pues no resulta de su arbitrio fallar a voluntad, sino dentro del más 

estricto ceñimiento a la ley, de la cual emanan tanto el poder coercitivo como sus 

precisas facultades.

“Desde este punto de vista no podrá valorarse la competencia como una simple 

formalidad legal y menos creerse que su inobservancia se subsane con el silencio, la 

voluntad de los sujetos procesales, o la indiferencia de los funcionarios, pues sin ella 

el valor jurídico de las decisiones se verá permanentemente interferido por la ilegi-

timidad representada en la suplantación del juez natural, verdadero detentador del 

poder conferido por el Estado para juzgar. Desde otro aspecto, la tesis de que el juez 

de mayor jerarquía, por ser más capacitado puede asumir competencias asignadas a 

su inferior, no solo es arbitraria y opuesta a la ley, sino que irremediablemente lleva 

al riesgo de abolir en la práctica toda la estructura organizativa jurisdiccional, y de 

paso el principio de la doble instancia.

“El derecho a ser juzgado “conforme a las leyes preexistentes al acto que se le im-

puta, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 

propias de cada juicio”, es además una garantía de rango superior que no acciden-

talmente se consagra en la Carta sino de modo coherente con compromisos suscritos 

por Colombia en el ámbito internacional, sin que pueda válidamente sostenerse que 

haya dentro de la Constitución Política preceptos de mayor jerarquía (en este caso 

por vía de ejemplo el de la efectividad del derecho sustancial que se consagra en el 

artículo 228 superior) frente a otros, pues ello implicaría el desconocimiento de la 

naturaleza armónica de esas normas supremas y de la doctrina constitucional de 
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invariable arraigo en nuestro derecho, según la cual todos los preceptos de la Carta 

se integran, complementan y sirven recíprocamente para su interpretación más ade-

cuada y certera.

“Así, entonces, mal puede sostenerse que so pretexto de la operancia del derecho sus-

tancial sobre las formas puedan sacrificarse principios como el de legalidad, o el del 

juez natural, pues no resulta difícil comprender que la operancia de aquel imperativo 

práctico de eficacia sólo puede realizarse al interior de un proceso debido y no me-

diante la adopción de decisiones arbitrarias de cualquier funcionario incompetente.

“En otros términos, valga apuntar que lo importante para un Estado de derecho no 

es el que se emitan muchos fallos de condena, sino que éstos se produzcan con respe-

to pleno de los principios y las garantías constitucionales que son el presupuesto de 

legitimidad de las decisiones judiciales, y cuyo extrañamiento, así fuese por motivos 

de conveniencia o pragmatismo, tornarían el ejercicio del poder del juez en prototipo 

de arbitrariedad y tiranía”.

En orden a precaver el desconocimiento del principio de juez natural en casos como 
el que hoy ocupa la atención de la Sala, vale la pena señalar que el artículo 250 de 
la Carta Política, reformado por el Acto Legislativo No. 03 de 2002, establece en su 
inciso primero:

“La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción 

penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de 

un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, 

querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 

fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, 

suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que 

establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del 

marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legali-

dad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan 

los delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en 

relación con el mismo servicio”.

Se desprende de allí que siempre compete a la Fiscalía General de la Nación, de 
manera preferente y en primer orden, asumir la indagación preliminar de aquellas 
conductas punibles cometidas por miembros de la Fuerza Pública que por sus ante-
cedentes pueden ser constitutivas de una grave violación de los derechos humanos 
y sólo cuando la Fiscalía establezca con respecto a ellas, la existencia de los factores 
de carácter subjetivo y funcional que justifican el reconocimiento del fuero instituido 
por el artículo 221 de la Carta, podrá remitir la actuación a esa autoridad, garan-
tizando así el carácter excepcional y restrictivo del fuero militar, en los términos 
tratados en el punto anterior.
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c) Análisis del caso concreto.

Conforme las pautas arriba trazadas, la Sala advierte que, en efecto, como lo pos-
tulan el demandante y el procurador Delegado en su concepto, la muerte de los 
señores Edgar Reinaldo Valencia, Robinson Cortés y Juan José Herrera Gutiérrez, 
la madrugada del 23 de enero de 2002 en el municipio de Solita, departamento del 
Caquetá, de ninguna manera podía estimarse como un acto propio del servicio, o a 
consecuencia de él, en lo que corresponde a la Fuerza Pública y, particularmente, a los 
militares aquí procesados, activos para la fecha de los hechos.

Lo anterior porque de conformidad con los hechos que se declararon probados en 
los fallos de instancia, en una valoración que se corresponde íntegramente con los 
elementos de juicio incorporados al diligenciamiento, la muerte de los mencionados 
civiles se produjo después de haber sido retenidos por miembros del Ejército Nacio-
nal adscritos a la compañía “Atacador” y conducidos a las instalaciones de la Base 
la Solita, en donde permanecieron privados ilegalmente de su libertad en un “hueco” 
que se construía en el lugar a manera de bunker, amarrados de las manos y con cinta 
pegante en sus bocas, durante todo el día y parte de la noche del 22 de enero de 2002, 
siendo sacados luego por una escuadra militar que comandaba el Cabo Segundo 
alexánder eraso gómez y conducidos por un estrecho hasta el sector conocido 
como “de los eucaliptos”, cerca al antiguo cementerio del municipio en cuestión, 
lugar en el cual la tropa, por órdenes del Capitán josé mauricio muñoz plaza les 
disparó cuando se hallaban en un completo estado de indefensión.

Los hechos desarrollados en semejante contexto no pueden entenderse relacionados 
con el servicio que como miembros activos del Ejército Nacional desempeñaban para 
el día de los hechos los aquí procesados Capitán josé mauricio muñoz plaza, 
Cabo Segundo marino alexánder eraso gómez y los soldados profesionales ro-
berto antonio marín menéndez, abel pabón uribe, wilson ramos soto, rubén 
darío polanía cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro pabón y josé 
vicente sánchez mendoza, pues no es tarea propia de las fuerzas armadas ejecutar 
sin fórmula de juicio a las personas.

Se trató de ejecuciones extrajudiciales, violatorias de normas precisas de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, entre ellas el derecho a la vida, ocurridas en 
el contexto de una operación completamente ajena a la tarea que en guarda de las 
instituciones y del bienestar de los asociados, constitucional, legal y reglamentaria-
mente le ha sido deferida a la Fuerza Pública y, particularmente, al Ejército Nacional.

Y si bien, conturba que, finalmente, el efecto de lo decidido pueda producir la liber-
tad de los vinculados penalmente, como en el apartado siguiente se determinará, no 
es posible, a partir de un criterio meramente eficientista o una mal entendida justicia, 
pasarse por alto la ostensible vulneración al debido proceso aquí detectada, entre 
otras razones, porque precisamente la legitimidad de la pena deviene de que ésta se 
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soporte en un trámite transparente, respetuoso de elementales estándares internacio-
nales, vertidos en nuestra propia Carta Constitucional.

Podría afirmarse, desde luego, sin razón, que en este específico caso la Corte debería 
optar por mantener la decisión de condena y por tanto no decretar la nulidad deman-
dada, para privilegiar los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, 
pero los mismos no resultan afectados en su núcleo esencial, toda vez que lo que se 
ordena es la reposición de la actuación por el órgano competente (juez natural), sin 
que los medios de conocimiento sufran menoscabo alguno por la invalidación, en 
tanto que esta medida se yergue en paradigma en favor de las víctimas para impedir 
hacia el futuro la investigación y juzgamiento de miembros de la Fuerza Pública por 
la justicia penal militar, respecto de conductas lesivas de los Derechos Humanos o el 
Derecho Internacional Humanitario, cuya prevención y represión ejemplar constitu-
ye uno de los fundamentos infranqueables de la convivencia social.

Por lo demás, cuando en muchas ocasiones anteriores, incluso en acciones de revisión 
promovidas con base en pronunciamientos de instancias internacionales, se ha en-
tendido necesario, con las mismas razones, derrumbar decisiones de la justicia penal 
militar que favorecen a personal castrense acusado de violar derechos humanos, mal 
puede ahora la Sala abjurar de tan precisos antecedentes, cuando no se discute que 
los mismos tienen efectos generales.

Es, por ello, también lamentable que en presencia de esos antecedentes y pese a los 
denodados esfuerzos del Ministerio Público por hacer ver la sinrazón de arrogarse 
la competencia de la investigación adelantada por la Justicia Penal Militar, ningún 
eco tuvieran sus legítimas aspiraciones, pese a sustentarse ellas en la amplia, clara y 
pacífica posición de esta Corte y la Constitucional.

Esas razones impelen a la Sala a disponer la compulsación de copias ante las auto-
ridades competentes para que se estudie la posibilidad de que se investigue penal 
y disciplinariamente a los funcionarios que propiciaron la ilegalidad que hoy debe 
reconocer la Corte en el trámite de este proceso.

Se incluyen al juez y fiscal instructor, al juez de conocimiento, a los Magistrados del 
Tribunal Militar y al Juez Único Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, 
Caquetá.

Igualmente, se dispondrán copias contra el abogado que actuó como defensor en 
el trámite del proceso, para que se le investigue disciplinariamente bajo la conside-
ración de que el artículo 28, numeral 6º del Estatuto de la Abogacía –Ley 1123 de 
2007-, establece que es deber del abogado “colaborar leal y legalmente en la recta y 

cumplida realización de la justicia y los fines del Estado”, mientras que el estatuto 
que regía para la época del trámite aquí cuestionado, señalaba que la profesión “tiene 

como función social la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfec-

cionamiento del orden jurídico del país, y en la realización de una recta y cumplida 

administración de justicia”.
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d) Efectos de la violación demandada.

Establecido entonces que la investigación y el juzgamiento de los hechos de que da 
cuenta el proceso, correspondía a la jurisdicción ordinaria, en cabeza de la Fiscalía 
Seccional, para la fase instructiva, y a un Juzgado Penal del Circuito en lo que atien-
de a la etapa enjuiciatoria, surge evidente que la intervención de la justicia castrense 
representa ostensible violación del principio del Juez Natural, que reporta basamento 
constitucional –inciso segundo, artículo 29 de la Carta Política- y de principialística 
legal –artículo 6º, Ley 599 y Ley 600 de 2000-, dentro del amplio espectro analizado 
en el curso de esta decisión.

Ahora bien, sobre el momento a partir del cual cabe anular el trámite procesal para 
que se reestablezca la garantía debida, asiste razón al casacionista cuando solicita que 
se decrete desde el cierre de la investigación penal, pues la Corte ya tiene definido que 
la potestad del funcionario instructor competente, se materializa trascendente en la 
posibilidad de cerrar la investigación y formular la acusación, actos que no pueden 
ser ejecutados legítimamente por funcionario distinto.

Al respecto, en auto del 17 de agosto de 2006 |13|, señaló la Sala:

“Por tanto, oficiosamente se casará el fallo de segundo grado y se dispondrá la in-

validación de la actuación desde la diligencia de formulación de cargos para senten-

cia anticipada -fl. 85, cuaderno original-, acto procesal que en el trámite abreviado 

resulta equivalente a la resolución de acusación y que exige como requisito previo 

la competencia del Fiscal instructor que la profiere, de la cual como ya se precisó, 

carecía el Delegado ante el Juez Penal del Circuito de Chocontá.

“Lo anterior teniendo en cuenta que la jurisprudencia de esta Sala ha sido uniforme 

y reiterada en abstenerse de extender hasta los inicios de la actuación los efectos in-

validantes que genera la incompetencia del fiscal instructor, decisión reservada sólo 

para aquellos eventos que comprometen el desconocimiento del fuero por razón del 

cargo dada su naturaleza puramente objetiva -Cfr. Sentencias del 18 de septiembre 

de 1996, radicado 9.9.96; 13 de marzo de 1997, radicado 9592; 16 de mayo de 

2001, radicado 13004, 6 de marzo de 2003, radicado 17550, entre otras -.(subrayas 

ajenas al original)

Y en decisión del seis de mayo de 2001 |14|, recabó:

“No existe ninguna razón para acceder a la invalidación de toda la actuación, que 

fue lo que solicitó el Procurador Delegado en su concepto. Uno de los fines de la 

investigación es el esclarecimiento de los hechos y naturalmente la determinación de 

si se ha infringido o no la ley penal, por lo que los actos de instrucción orientados 

a esa finalidad se consideran válidos ante la eventualidad de que como producto de 

los mismos se genere una conclusión de cambio de competencia. La jurisprudencia 

de la Sala ha sido reiterada al respecto y ha considerado que sólo es viable extender 

el vicio de incompetencia al auto de apertura de la instrucción en casos de fuero por 

razón del cargo, en atención a que en los mismos el privilegio se deriva de una cir-
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cunstancia puramente objetiva, que como tal se puede advertir antes de la iniciación 

del proceso.|15|

Se precisa, eso sí, que la jurisprudencia ha limitado la invalidación total de lo adelan-
tado en la fase instructiva, a los casos específicos en los que, contando con fuero la 
persona, la investigación se adelantó por funcionario instructor incompetente.

Así se ha dejado sentado pacífica y reiteradamente, entre otras decisiones, en Senten-
cia del 21 de febrero de 2002, Radicado 15234, cuya parte pertinente reza:

“Al respecto la Sala, de manera reiterada ha sostenido, que si ab inicio se establece 

que se trata de persona aforada y no obstante lo cual, un funcionario incompetente 

dicta resolución de apertura de instrucción, recibe indagatoria y practica pruebas, lo 

único inválido será aquella decisión y la indagatoria, pero no los restantes medios de 

convicción, los que conservan su validez y se entienden incorporados a las diligencias 

de indagación preliminar. |16|

En los demás casos, como ya se reseñó, el límite a partir del cual se entiende pasible 
de saneamiento la actuación cuando ella ha sido surtida por funcionario incompe-
tente, corre hasta antes del cierre instructivo. Y como en este asunto, precisamente se 
parte del presupuesto de que los procesados carecían de fuero, la decisión nulificante 
no tiene por qué abarcar la investigación en su desarrollo, sino apenas los momentos 
procesales en los cuales se demanda de competencia objetiva del fiscal, vale decir, el 
cierre instructivo y consecuente calificación del mérito de la instrucción.

No son necesarias mayores precisiones, dada la claridad de lo antes reseñado, tornán-
dose imperioso casar la sentencia para declarar la nulidad a partir del auto del cierre 
investigativo, inclusive, pues, no fue el fiscal competente quien emitió esta providen-
cia y la calificatoria, ni era del resorte del Juzgado Doce de Brigada adelantar la fase 
de enjuiciamiento.

De conformidad con lo decidido, se ordenará el envío de las diligencias al organismo 
instructor competente –artículo 120, ley 600 de 2000-, para lo de su cargo.

De otro lado, surge evidente que retrotraer el trámite procesal a la fase instructiva, se 
genera el consecuente vencimiento de términos, en punto de la emisión de la califica-
ción y, particularmente, objetiva la causal consagrada en el artículo 365-4 del Código 
de Procedimiento Penal que rige el caso, razón por la cual se decretará la libertad 
provisional de los procesados que se hallan afectados con medida de aseguramiento 
de detención preventiva, una vez cubran las exigencias que para el efecto consagra el 
artículo 368 de la Ley 600 de 2000, debiendo, para el efecto, prestar caución prenda-
ria en los siguientes montos: Para el Capitán josé mauricio muñoz plaza de diez 
(10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (s.m.l.m.v.); para el Cabo Segundo 
marino alexánder eraso gómez de cuatro (4) salarios s.m.l.m.v.; y para los solda-
dos roberto antonio marín menendez, abel pabón uribe, wilson ramos soto, 
rubén darío polanía cabrera, reibinson garcía sarmiento, james toro pabón 
y josé vicente sanchéz mendoza de dos (2) s.m.l.m.v.



Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010

250

A mérito de lo expuesto, la sala de casación penal de la corte suprema de justicia, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

1º. casar la sentencia impugnada, proferida por el Tribunal Superior Militar, en rela-
ción con el cargo único propuesto a favor de los procesados josé mauricio muñoz 
plaza, marino alexánder eraso gómez, roberto antonio marín menéndez, 
abel pabón uribe, wilson ramos soto, rubén darío polanía cabrera, reibin-
son garcía sarmiento, james toro pabón y josé vicente sanchéz mendoza.

En consecuencia, declarar la nulidad de lo actuado a partir, inclusive, de la resolución 
que decretó el cierre de la instrucción, para efectos de que se rehaga la actuación den-
tro de los lineamientos de respeto a derechos y garantías fundamentales, señalados 
en la parte motiva de esta decisión.

2º. ordenar la libertad provisional de los encartados josé mauricio muñoz plaza, 
marino alexánder eraso gómez, roberto antonio marín menendez, abel pa-
bón uribe, wilson ramos soto, rubén darío polanía cabrera, reibinson gar-
cía sarmiento, james toro pabón y josé vicente sanchéz mendoza, conforme 
lo dispuesto en el artículo 365-4 de la Ley 600 de 2000.

Comoquiera que los aludidos procesados se encuentran privados de la libertad en 
el Centro de Reclusión Militar de Tolemaida, se comisiona al señor Juez Penal del 
Circuito de Melgar (Tolima), para que notifique la presente providencia, reciba las 
cauciones, suscriba las diligencias de compromiso establecidas en el artículo 368 de 
la Ley 600 de 2000 y libre las correspondientes boletas de libertad.

3º. Por la Secretaría de la Sala, compúlsense las copias a que se alude en la parte 
considerativa y para los fines allí especificados.

Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Cópiese, notifíquese, devuélvase al Tribunal de origen y cúmplase.

Julio enrique socha salamanca 
josé leonidas bustos martínez 
sigifredo espinosa pérez 
alfredo gómez quintero 
maría del rosario gonzález de l 
augusto j. ibañez guzmán 
jorge luis quintero milanés 
yesid ramírez bastidas 
javier de jesús zapata ortiz

teresa ruiz núñez 
Secretaria
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Notas finales:

1. Sentencia de casación del 28/09/2006, radicado No. 22.872. 

2. Véase, entre otras, Sentencia del 25 de mayo de 2006, radicado 21923 

3. C. S. de J., Sentencia de casación de 13 de febrero de 2003, Rdo. 15.705]

4. Corte Constitucional, Sentencia C-358 de 5 de agosto de 1997]

5. Corte Constitucional, Sentencia C-578 de 1995. 

6. Ibidem. 

7. Ibidem. 

8. Protocolo I, art. 75-4-b y Protocolo II, art.6-b. 

9. Sentencias del 18 de agosto de 2000 (Caso Cantoral Benavides – Perú), 6 de di-
ciembre de 2001 (Caso Las Palmeras – Colombia), 5 de junio de 2004 (Caso 19 
Comerciantes – Colombia), 25 de noviembre de 2004 (Caso Lori Berenson Mejía - 
Perú), 15 de septiembre de 2005 (Caso de la Masacre de Mapiripán – Colombia), 22 
de noviembre de 2005 (Caso Palamara Iribarne –Chile), 31 de enero de 2006 (Caso 
de la Masacre de Pueblo Bello – Colombia), 26 de septiembre de 2006 (Caso Almo-
nacid Arellano y otros –Chile), 29 de noviembre de 2006 (Caso La Cantuta (Perú), 11 
de mayo de 2007 (caso de la Masacre de La Rochela), 4 de junio de 2007 (Caso Escué 
Zapata – Colombia) y 4 de julio de 2007 (Caso Zambrano Vélez y otros – Ecuador).]

10. Sentencia de casación del 28/09/2006, radicado No. 22.872 

11. Sentencia de casación del 29/02/2008, radicado No. 28.987 

12. Sentencia del 17 de abril de 1995, Radicado 8.954 

13. Radicado No. 21.923 

14. Radicado No. 13.004]

15. Cfr. Sentencia de la Sala del 18 de septiembre de 1996. Radicación 9.996. 

16. Ver, entre otras única 13806, auto junio/98. M. P.; casación 9412 noviembre 5/96 
y 9842 octubre 8/97.
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nocer la incidencia del derecho en las relaciones humanas y en la 

superación de conflictos sociales. En este contexto, el tema central 

de este libro lo constituyen las opiniones de las víctimas sobre la 

reparación como una de las exigencias más importantes en la cultura jurídica, 

social y política actual. Por lo tanto, la temática relacionada con dichos derechos 

constituye la mayor preocupación del ciudadano y de los científicos sociales y 

filósofos que se dedican al estudio del hombre, del Estado, de la democracia 

y del derecho.

Esta investigación pretende proporcionar elementos para ampliar y ajustar 

programas de reparación teniendo en cuenta el ámbito de observación privile-

giado por la Corte IDH, la cual se ha referido a la reparación integral, como 

todas aquellas medidas destinadas a hacer desaparecer los efectos de las 

violaciones cometidas y la indemnización. De esta manera se trata de reparar 

por los daños materiales e inmateriales (ejemplo: al proyecto de vida), y de 

brindar diferentes formas de reparación que finalmente son traducidas en 

indemnizaciones, medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición, aludiendo así a una reparación integral.

El lector encontrará un abordaje integrador e interdisciplinar al componente

no patrimonial en las medidas de reparación de los fallos de la Corte IDH con

respecto a Colombia; se convierte en una investigación muy oportuna dada la 

situación actual que presenta nuestro país en cuanto a violaciones a los derechos 

humanos, resarcimiento a las víctimas y superación del conflicto particularmente 

en el vigente conflicto sociopolítico.
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y procesos de reconciliación?

El libro Justicia restaurativa en Colombia. Aplicaciones desde la
academia, responde todos estos cuestionamientos. Es un docu-
mento que recopila investigaciones científicas realizadas durante
seis años en la Maestría de Psicología Jurídica de la Universidad
Santo Tomás, de forma que presenta hallazgos sobre elemen-
tos favorecedores y obstáculos para la reparación, en casos de
lesiones personales, motines en población privada de libertad,
prevención de reclutamiento forzado y homicidio en la idiosin-
crasia colombiana.
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JUSTIC IA
RESTAURATIVA
EN COLOMBIA
Aplicaciones desde 
la academia

ÁNGELA CRISTINA 
TAPIAS SALDAÑA
COORDINADORA

Á N G E L A  C R I S T I N A  T A P I A S  S A L D A Ñ A
( C o o r d i n a d o r a )

Psicóloga egresada de la Universidad Na-
cional de Colombia, especialista en Peritaje 
Psicológico de la Universidad de Murcia, 
máster Internacional en Psicología forense 
de la Universidad de Granada y Magister 
en Psicología Jurídica de la Universidad 
Santo Tomás. Fundadora y docente de la 
Maestría en Psicología Jurídica de la U,. 
Santo Tomás, de la Asociación Latinoa-
mericana de Psicología Jurídica y forense, 
del listado de peritos en psicología foren-
se del Colegio Colombiano de Psicólogos. 
Miembro de la Sociedad Mundial de Vic-
timología. Correspondiente de Intercenter 
de Colombia, cooperante de las Naciones 
Unidas y de la Junta del Colectivo Psico-
social Colombiano, Copsico. Ha recibido 
reconocimientos por la destacada labor 
profesional. Autora y compiladora de siete 
libros y treinta artículos científicos. 

El texto también ilustra metodologías para la puesta en marcha
de programas restaurativos, incluso ofrece un instrumento para la
evaluación de actitudes restaurativas, presenta resultados cientí-
ficos con indicadores estadísticos, así como hallazgos cualitativos
de la investigación-acción realizada en instituciones estatales como
Instituto NacionaI Penitenciario y Carcelario INPEC, Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar ICBF y también un colegio pú-
blico. De modo que este producto investigativo se erige como un
aporte desde la academia a la realidad nacional, con la expectativa
de que sea un insumo para los servidores públicos y los ciudadanos
motivados por nuevas formas de construir justicia y paz.

JUSTICIA RESTAURATIVA EN COLOMBIA
APLICACIONES DESDE LA ACADEMIA

Ángela Tapias, Néstor Ávila Ávila, Ernesto 
Méndez, Yohana Méndez, Clara Ramírez

INTERSTICIOS DE LA GUERRA.
NARRATIVAS DE CUERPOS DESGARRADOS 

Y SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
Mónica Valencia Corredor

El perdón ha sido un elemento fundamental del paisaje moral
y religioso en la tradición judeocristiana. En nuestro contex-
to, el perdón recientemente ha ganado protagonismo por su
importancia en los acuerdos de paz, en los procesos de recon-
ciliación y en las políticas de justicia transicional con los que
se ha buscado poner fin a periodos prolongados de violencia.
Este libro explora la cuestión del perdón con un carácter deci-
didamente interdisciplinario. Aborda la dimensión filosófica
del perdón e incursiona luego en el terreno empírico a través
de tres objetos específicos. Desde un enfoque jurídico, pre-
senta una interpretación de los textos legales con los cuales
el gobierno colombiano le ha dado un puesto destacado en
la vida nacional. Con los recursos conceptuales y metodológi-
cos de la antropología, hace una lectura crítica de las declara-
ciones y demandas de perdón de uno de los más reconocidos
victimarios paramilitares. Por último, desde la iluminación bí-
blica y teológica, describe un trabajo de campo con dos comu-
nidades golpeadas por la violencia. El libro que aquí se ofrece
motivará a sus lectores para que asuman su responsabilidad
frente a las víctimas del pasado y del presente.
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El perdón: difícil posibilidad
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Edgar Antonio López López
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Comunicadora social y periodista, de la 
Universidad de la Sabana y magister en Estu-
dios Culturales, de la Pontificia Universidad 
Javeriana. Docente de la Maestría en Comu-
nicación, Desarrollo y Cambio Social de la 
Universidad Santo Tomás.  Investigadora de 
las áreas corporalidad, poder y conflicto ar-
mado en Colombia y cultura política y medios 
de comunicación.
Coatura de los libros: Estado de alerta continua: 
noticieros y guerra en Colombia (CINEP, P.U.J. de 
Cali, 2004); e Internet, guerra y paz en Colombia
(CINEP, IDRC, P.U.J. de Cali, 2003).

Otros títulos de Ediciones USTA:

9 789586 319744

ISBN 978-958-631-974-4

978-958-631-974-4
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PABLO FELIPE GÓMEZ-MONTAÑEZ

(Editor académico)

Doctor en Antropología de la Universidad 

de los Andes. Docente de la Facultad de 

Comunicación Social para la Paz de la 

Universidad Santo Tomás. Investigador 

del grupo Comunicación, Paz-Conflicto de 

la misma facultad. Miembro del Programa 

de Estudios Críticos de las Transiciones,

con nodo central en el Departamento de 

Antropología de la Universidad de los 

Andes. Fue investigador visitante en Center 

for Latin American Studies de Georgetown 

University en Washington, D. C.

FREDY LEONARDO REYES ALBARRACÍN

(Editor académico)

Doctor en Ciencias Sociales del Instituto de

Desarrollo Económico y Social (IDES) y la

Universidad Nacional de General Sarmiento

(UNGS), Buenos Aires, Argentina. Docente de

la Facultad de Comunicación Social para la Paz

de la Universidad Santo Tomás. Investigador

del grupo Comunicación, Paz-Conflicto de

la misma facultad. Miembro del Programa

de Estudios Críticos de las Transiciones,

con nodo central en el Departamento de

Antropología de la Universidad de los Andes.

Su trabajo relaciona los temas de memoria,

narrativa y violencia.
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Voces del territorio,
dolientes del patrimonio
El cementerio muisca de Usme 
y la resignificación de Bacatá

Pablo F. Gómez montañez
editor académico

Pablo F. Gómez Montañez

Hijo del territorio de Bacatá, 
ha desarrollado un trabajo 
investigativo etnográfico con 
las comunidades muiscas 
contemporáneas desde hace 
10 años, que han dejado 
como resultado varios libros y 
artículos académicos. Tiene un 
doctorado en Antropología de 
la Universidad de los Andes y 
durante su curso fue Investigador 
Visitante en Center for Latin 
American Studies de Georgetown 
University. Es investigador del 
Grupo Comunicación, paz-
Conflicto de la Facultad de 
Comunicación Social para la Paz 
de la Universidad Santo Tomás.

Este libro es resultado de un proceso investigativo 
llevado a cabo con comunidades indígenas muiscas 

de Bacatá y autoridades espirituales de la Sierra 
Nevada de Santa Marta y el Amazonas. A partir de la 
necesidad de acompañar a las comunidades indígenas 
en espacios de participación que definen el destino de 
lugares patrimoniales de la ciudad, como el cementerio 
muisca de Usme, el trabajo recoge la manera como 
éstas interpretan su territorio, le dan nuevos sentidos y 
proponen modelos de vida personal y colectiva a partir 
de mitologías emergentes y cartografías que invitan 
a observar, vivir y apropiar el territorio de Bacatá de 
manera diferente. Este trabajo, además, busca proponer 
nuevas maneras de investigar al poner en diálogo la 
etnografía con metodologías llevadas a cabo por las 
mismas comunidades indígenas y sus líderes, ávidas de 
fortalecer sus procesos culturales y de memoria. 
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Voces del territorio, dolientes del 
patrimonio. El cementerio muisca de 
Usme y la resignificación de Bacatá
materializa los hallazgos investigativos 
del proyecto “Dolientes del patrimonio: 
(re)significación de memoria y territorio 
a partir del hallazgo arqueológico 
muisca en la localidad de Usme”. Bajo 
la dirección de los profesores Pablo 
Felipe Gómez-Montañez y Fredy 
Leonardo Reyes Albarracín, la propuesta, 
financiada con recursos de la Unidad 
de Investigación y de la Facultad de 
Comunicación Social, se enmarca en la 
línea de investigación Comunicación, 
derechos y memoria del grupo 
Comunicación, paz-conflicto. 
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En este libro se reúnen investigadores provenientes de Chile,
Argentina, Ecuador, Colombia, Haití, México y España para
realizar un nuevo aporte al análisis de las migraciones inter-
nacionales, siendo la primera obra en torno a la materia que
publica el sello editorial de la Universidad Santo Tomás. Son
trabajos que permiten entender el fenómeno de manera multi-
dimensional, caracterizándolo como una de las problemáticas
de mayor relevancia en la actualidad. La obra gira en torno a
dos grandes temáticas como son la alteridad y los procesos
sociopolíticos, dentro de los cuales se cobijan aspectos tales
como: límite y otredad; desarraigo y la cuestión multicultural;
incorporación social y transnacionalismo; aculturación, sen-
sibilidad y prejuicio; imaginarios y representaciones; política
migratoria; modelos diaspóricos y paradiplomacia; control
y reconocimiento de las migraciones forzadas; y finalmente,
tránsito migratorio. Conceptos aplicados en diferentes casos
de estudio, que sin duda permitirán abrir cuestionamientos y
proporcionar ideas tanto a estudiosos como a quienes deseen
aproximarse al tema por primera vez.
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contemporáneos. DEA en ciencia política
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en sociología por la Universidad de Con-
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Ecuador y Colombia; siendo investigador
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retorno a Colombia posconflicto. Posi-
bles escenarios a partir del discurso de
refugiados colombianos en Ecuador y
en las políticas para el retorno” (Fodein,
2016). Actualmente es docente a tiempo
completo de la Facultad de Sociología de
la USTA Colombia; integrante del grupo
Conflictos Sociales, Género y Territorios y
coordinador general de la Red Iberoame-
ricana de Investigación en Imaginarios y
Representaciones (RIIR).
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Migraciones internacionales. 
Alteridad y procesos sociopolíticos

Felipe Andrés Aliaga Sáez
(Editor)

PABLO FELIPE GÓMEZ MONTAÑEZ
FREDY LEONARDO REYES ALBARRACÍN

editores académicos

TERRITORIOS Y MEMORIAS CULTURALES MUISCAS: ETNOGRAFÍAS,

CARTOGRAFÍAS Y ARQUEOLOGÍAS es un libro resultado de investigación

de un proyecto de segunda fase titulado “Reconstrucción de la memoria

cultural del pueblo muisca de Bogotá.”, llevado a cabo por integrantes

del grupo Comunicación, Paz-Conflicto de la Facultad de Comunicación

Social para la Paz de la Universidad Santo Tomás. Comprende una serie

de ensayos académicos en torno a la relación de la memoria indígena

y el territorio, en los cuales se busca comprender diferentes formas en

que el pasado muisca es inscrito, interpretado y transformado mediante

narrativas que emergen en el marco de procesos de recomposición

cultural étnica de diferentes comunidades muiscas. La obra compila

tanto etnografías-resultados de investigación del trabajo de campo

llevado a cabo con comunidades de Suba y Bosa, así como aportes de

autores académicos y de las mismas comunidades sobre experiencias en

Chía, Cota, Sesquilé y otros territorios. La obra pretende ser un referente

actualizado del estado de arte de los estudios sobre las comunidades

muiscas contemporáneas.
Territorios y memorias culturales muiscas:

ETNOGRAFÍAS, CARTOGRAFÍAS Y ARQUEOLOGÍAS
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Las rocas con jeroglíficos de Pandi
André, Édouard. L’Amérique Équinoxiale
(Colombie-Equateur-Perou), 1869

TERRITORIOS Y MEMORIAS MUISCAS.
ETNOGRAFÍAS, CARTOGRAFÍAS 

Y ARQUEOLOGÍAS
Pablo Felipe Gómez Montañez 

Fredy Leonardo Reyes Albarracín
(Editores académicos)
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En este libro se reúnen investigadores provenientes de Chile,
Argentina, Ecuador, Colombia, Haití, México y España para
realizar un nuevo aporte al análisis de las migraciones inter-
nacionales, siendo la primera obra en torno a la materia que
publica el sello editorial de la Universidad Santo Tomás. Son
trabajos que permiten entender el fenómeno de manera multi-
dimensional, caracterizándolo como una de las problemáticas
de mayor relevancia en la actualidad. La obra gira en torno a
dos grandes temáticas como son la alteridad y los procesos
sociopolíticos, dentro de los cuales se cobijan aspectos tales
como: límite y otredad; desarraigo y la cuestión multicultural;
incorporación social y transnacionalismo; aculturación, sen-
sibilidad y prejuicio; imaginarios y representaciones; política
migratoria; modelos diaspóricos y paradiplomacia; control
y reconocimiento de las migraciones forzadas; y finalmente,
tránsito migratorio. Conceptos aplicados en diferentes casos
de estudio, que sin duda permitirán abrir cuestionamientos y
proporcionar ideas tanto a estudiosos como a quienes deseen
aproximarse al tema por primera vez.

9 789586 319683

ISBN 978-958-631-968-3

978-958-631-968-3

MIGRACIONES
INTERNACIONALES
Alteridad y procesos sociopolíticos

FELIPE ANDRÉS ALIAGA SÁEZ
(Editor)

DIVISIÓN DE CIENCIAS SOCIALES

Felipe Andrés Aliaga Sáez (editor)

Doctor en sociología y procesos políticos
contemporáneos. DEA en ciencia política
por la Universidad de Santiago de Com-
postela (España). Sociólogo y licenciado
en sociología por la Universidad de Con-
cepción (Chile). Investigador postdoctoral
en el Instituto de Migraciones de la Uni-
versidad de Granada (España). Es autor
de diversos artículos en torno al tema
migratorio y editor del libro Cultura y mi-
graciones: enfoques multidisciplinarios
(Santiago de Compostela, 2013). Ha desa-
rrollado investigaciones en Chile, España,
Ecuador y Colombia; siendo investigador
principal del proyecto: “Imaginarios del
retorno a Colombia posconflicto. Posi-
bles escenarios a partir del discurso de
refugiados colombianos en Ecuador y
en las políticas para el retorno” (Fodein,
2016). Actualmente es docente a tiempo
completo de la Facultad de Sociología de
la USTA Colombia; integrante del grupo
Conflictos Sociales, Género y Territorios y
coordinador general de la Red Iberoame-
ricana de Investigación en Imaginarios y
Representaciones (RIIR).

Otros título de Ediciones USTA:

Perspectivas y prospectivas 
de la seguridad en Colombia

César Agusto Niño
(compilador)

Educación para la cultura de paz.
Una aproximación psicopedagógica

Mariela Sánchez Cardona

Voces del territorio, dolientes del 
patrimonio. El cementerio muisca de 
Usme y la resignificación de Bacatá

Pablo F. Gómez Montañez

M
IG

R
A

C
IO

N
E

S
 I

N
T

E
R

N
A

C
IO

N
A

L
E

S

LA PAZ BOLIVIA Circa MARCH 2015: A colorful painting highlighting different ethnicities. 
Shanti Hesse/Shutterstock.com

MIGRACIONES INTERNACIONALES.
ALTERIDAD Y PROCESOS SOCIOPOLÍTICOS

Felipe Andrés Aliaga Sáez
(Editor)

Este libro se erige sobre los pliegues corporales de la guerra y de 
la muerte, para ofrecer una mirada a la Seguridad Democrática 
como política subcutánea que fija múltiples violencias en los 
cuerpos de los actores armados, narradas por los noticieros de 
televisión nacional RCN y Noticias Uno, durante el gobierno de Ál-
varo Uribe Vélez.

i n t e r st i c i o s d e l a g u e r r a, analiza un conjunto de relatos in-
formativos que aluden a los cadáveres como elementos de poder 
político y simbólico en el complejo campo de fuerzas que estruc-
turan el conflicto armado interno, y desde ahí, se pregunta por los 
modos en que las corporalidades de los líderes guerrilleros, Luis 
Edgard Devia Silva y Manuel Jesús Muñoz Ortiz, conocidos como 
alias Raúl Reyes, y alias Iván Ríos, y los restos del coronel de la Poli-
cía, Julián Ernesto Guevara, se nombran, se exhiben, o se ocultan.

Reiterar las imágenes de los actores armados como cadáveres 
representa una conquista del cuerpo oculto, una estrategia no 
premeditada para traer al presente las ausencias.
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Intersticios  
de la guerra

narrativas de cuerpos
desgarrados y seguridad

democrática

m ó n i c a  v a l e n c i a  c o r r e d o r

Intersticios de la guerra. 
Narrativas de cuerpos desgarrados y 

seguridad democrática
Mónica Valencia Corredor
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El caso de los 19 jóvenes de Soacha asesinados y exhibidos como “bajas en 
combate” por las Fuerzas Militares colombianas fue uno de los que serían lla-
mados “falsos positivos”. Esta es la punta del iceberg, 4.475 jóvenes han sido 
reportados como falsos positivos, según datos de la Fiscalía General de la Na-
ción; 5.763 fueron identificados, según  los datos de la Coordinación Colombia- 
Europa-Estados Unidos; entidades privadas y de víctimas han recogido pruebas 
de 10.000 jóvenes asesinados bajo esta modalidad.

Este libro es un estudio de casi una década, que le revela al lector cómo los fal-
sos positivos no han sido producto de errores militares, ni de actuaciones ais-
ladas de individuos pertenecientes a las Fuerzas Militares, sino que constituyen 
una práctica sistemática que compromete a los comandantes de brigadas, 
batallones y unidades tácticas. Estas ejecuciones extrajudiciales constituyeron 
una empresa criminal en la que participaron no solo miembros de  fuerzas mi-
litares sino también paramilitares, desmovilizados, integrantes de las redes de 
informantes del ejército, taxistas, finqueros, desempleados, reservistas,  unida-
des no combatientes como el batallón de ingenieros, además de áreas admi-
nistrativas, como se evidencia en la asesoría brindada por algunos integrantes 
de la justicia penal militar quienes asesoraban a los soldados en el lugar de los 
hechos y en sus despachos para eludir la acción de la justicia.

Se espera con esta investigación transdiciplinar, sumada a las palabras de 
testigos aquí consignadas, incluidas las profundas reflexiones del ex Teniente 
Coronel que participa como autor, que como sociedad colombiana no olvi-
demos, ni seamos indiferentes ante el sufrimiento humano de miles de seres 
humanos que aún no han recibido palabras de verdad ante su dolor que les 
permitan comprender estos macabros hechos.

Obediencia ciega en campos de batalla ficticios


